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Honorable Juez 
MARIA CLAUDIA VARONA ORTIZ  
Juez Sexto Administrativo del Circuito de Popayán  
E. S. D. 
 

Radicado 190013333006-20210018600 

Demandante JOSE ARTURO PAVAS QUIÑONES 

Demandados NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
CONTESTACIÓN DEMANDA 

 
LUIS OMAR VEGA ARIAS, mayor de edad, identificado con cédula de ciudadanía 
número 1.061.696.593 de Popayán Cauca, abogado en ejercicio, portador de la 
tarjeta profesional número 320.099, expedida por el Consejo Superior de la 
Judicatura, actuando en calidad de apoderado judicial de LA NACION 
MINISTERIO DE DEFENSA POLICIA NACIONAL, por medio del presente escrito 
presento la CONTESTACION DE LA DEMANDA de la demanda citada en la 
referencia, oponiéndome desde ahora a las pretensiones de la misma de acuerdo 
con los siguientes aspectos: 
  

I. OPORTUNIDAD PROCESAL PARA CONTESTAR LA DEMANDA 
 
La presente demanda fue admitida mediante Auto Interlocutorio No 1137 del 23 
de noviembre de 2021, notificada al buzón electrónico de la entidad que 
represento el día 2 de diciembre de 2021 a las 11:52 am, por lo que presento EN 
TERMINO LEGAL la presente contestación, dentro del término establecido en la 
Ley 2080 de 2021. 
 

I. A LAS DECLARACIONES Y CONDENAS. 
 
A LA PRIMERA: En relación con las declaraciones y condenas planteadas por la 
parte actora, la Nación - Ministerio de Defensa Nacional - Policía Nacional, NO es 
procedente declarar la nulidad de los actos administrativos: resolución N° 01208 
del 16 de abril de 2021 y notificado el 23 de abril de 2021 por medio del cual se 
dispuso retirar del servicio activo de la Policía Nacional por la figura de 
llamamiento a calificar servicios a varios funcionarios de la institución entre ellos 
del señor JOSE ARTURO PAVAS QUIÑONES. 
 
A LA SEGUNDA, sus literales y subsiguientes numerales: Teniendo en cuenta 
que los actos administrativos están encauzados bajo los elementos de la 
legalidad, no hay lugar a emitir un nuevo acto administrativo, tampoco a condenar 
patrimonialmente a la Policía Nacional, ni a conceder los dineros solicitados y 
mucho menos REINTEGRAR al demandante al servicio activo de la Policía 
Nacional. 
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En las cuales se solicita que a título de restablecimiento del derecho, se ordene el 
reintegro del actor con la misma antigüedad y precedencia en el escalafón del 
nivel ejecutivo que tenía al momento de su retiro, declarando que ha superado la 
trayectoria personal, policial y profesional para el ascenso al grado 
inmediatamente superior y cancelarle todos los salarios, primas, subsidios y 
demás emolumentos desde la fecha que debió haber sido ascendido a 
plurimencionado grado, como también indemnización y la no existencia de 
solución de continuidad por el tiempo que permaneció retirado. ME OPONGO, ya 
que el acto administrativo demandado se profirió con apego a las normas legales y 
con plena observancia del precedente jurisprudencial fijado por el H. Consejo de 
Estado y la H. Corte Constitucional, que regulan el retiro por llamamiento a 
calificar servicios, previa recomendación ante el Gobierno Nacional por parte de la 
Junta Asesora del Ministerio de Defensa Nacional para la Policía Nacional, 
además, es improcedente la solicitud de ascenso, teniendo en cuenta que los 
ascensos del personal uniformado al servicio de la Policía Nacional, se deben 
ceñir a lo indicado en el régimen especial de carrera fijado para los miembros de la 
Policía Nacional, establecido en los artículos 20, 21 y 22 del Decreto Ley 1791 del 
14 de septiembre 2000 “Por el cual se modifican las normas de carrera del 
Personal de Oficiales, Nivel Ejecutivo, Suboficiales y Agentes de la Policía 
Nacional”, razón por la cual, no se pueden reconocer ascensos automáticos como 
lo pretende el actor, aunado a ello, los Jueces de la República no pueden en sus 
providencias ordenar ascensos, posición fijada por la H. Corte Constitucional en su 
jurisprudencia como se lee a continuación: 
 

“ASCENSO EN FUERZAS MILITARES-No puede ser ordenado por vía judicial. 
Tal y como lo observaron los falladores de instancia en el proceso de tutela, así 
como los jueces que conocieron de los incidentes de desacato promovidos por el 
peticionario, en esta parte resolutiva no se ordenó el ascenso del Coronel. Mal 
podría hacerlo un juez contencioso administrativo dentro de un proceso de 
nulidad y restablecimiento del derecho, ya que como arriba se ha explicado, el 
ascenso a los altos mandos del estamento militar es una potestad discrecional 
del Presidente de la República, y no se puede ordenar por vía judicial que se 
lleve a cabo dicho ascenso puesto que ello reñiría con la estructura 
constitucional misma de la Fuerza Pública, sometida jerárquicamente a la 
dirección del Jefe de Estado, como representante del poder civil 
democráticamente elegido1”. 

 
Ahora, en lo que atañe a los haberes e indemnización que se reclama, no es 
procedente, ya que actualmente el demandante se encuentra disfrutando de una 
asignación de retiro, reconocida y pagada por parte de la CAJA DE SUELDOS DE 
RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, conforme al régimen de carrera del 
personal uniformado de la Policía Nacional y el tiempo que estuvo en el servicio 
activo. 
 
Ahora bien frente a lo pretendido en relación con el cumplimiento de la sentencia y 
el reajuste de los emolumentos conforme al índice de precios al consumidor. ME 
OPONGO, bajo el entendido que el accionante da por hecho y cierto que se va a 
proferir una sentencia en su favor, desconociendo de pleno todos los lineamientos 

                                                 
1 Referencia: expediente T-948487 Acción de tutela instaurada por Gustavo Rincón Rivera en contra de la Nación, el 
Ministerio de Defensa Nacional y el Ejército Nacional. Magistrado Ponente: Dr. MANUEL JOSE CEPEDA ESPINOSA 
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y precedentes tanto verticales como horizontales respecto al tema del llamamiento 
a calificar servicios y las actas de las juntas asesoras.    
 

II. SOBRE LOS HECHOS: 
 
AL HECHO 1 : Es preciso indicar que el actor ingresó como alumno del nivel 
ejecutivo en el año 1993 y mediante resolución No 07182 de 20/08/1994 fue 
ascendido al grado de Patrullero y mediante resolución No 01208 del 16-04-2021 
fue retirado del servicio por llamamiento a calificar servicios.  
 
AL HECHO 2, 3 y 4: Referente con la historia laboral y trayectoria del actor una 
vez fue dado de alta, los cargos desempeñados durante su trayectoria 
institucional, las calificaciones, condecoraciones, felicitaciones, estudios de 
capacitación y no tener sanciones de ninguna clase. No son hechos que le 
consten a esta defensa; sin embargo, es de señalar que el simple hecho de que el 
demandante haya sido calificado bajo los estándares que manifiesta, ello no es 
óbice ni implica que obligatoriamente deba ser promovido o ascendido al grado 
inmediatamente superior del que ostentaba; además, respecto a las destinaciones 
y cargos desempeñados, corresponde a procedimientos internos de la demandada 
en atención a las necesidades y requerimientos del servicio policial, y en este 
orden de ideas se debe partir del hecho de que el actor ingreso voluntariamente a 
la institución y acepto asumir cualquier cargo y laborar en cualquier parte del 
territorio nacional. 
 
La evaluación del desempeño del personal uniformado de la Policía Nacional, se 
rige por el Decreto 1800 de 2000, dicha norma tiene como objetivos:  Establecer y 
valorar los logros de la gestión desarrollada por el personal en servicio activo de la 
Policía Nacional, en un período determinado para formular perfiles ocupacionales 
y profesionales, establecer planes de capacitación, otorgar estímulos y ascensos, 
facilitar la reubicación laboral, asignar cargos y decidir sobre la permanencia en la 
Institución. En ningún caso el Decreto de Evaluación del Desempeño Policial es un 
instrumento sancionatorio.  
 
Con relación a la calificación del demandante, es preciso traer a colación lo 
consignado en el Decreto 1800 de 2000, norma esta que regula la evaluación del 
desempeño del personal uniformado de la Policía Nacional, específicamente en 
sus artículos 39 y 42:   
 

ARTICULO 39. FORMULARIO No. 1 EVALUACION DEL DESEMPEÑO 
POLICIAL.  Aplica a todo el personal uniformado en servicio activo de la 
Policía Nacional. Sobre su alcance, diligenciamiento y trámite se 
observarán los parámetros que para el efecto disponga la Dirección General 
de la Policía Nacional, teniendo en cuenta factores de desempeño personal 
y profesional, evaluación final, revisión y clasificación y notificaciones. 
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PARAGRAFO. A cada uno de los factores de la evaluación del desempeño 
profesional se le asigna un valor entre cero (0) y mil doscientos (1200) 
puntos; los mil doscientos (1200) puntos corresponden al cien por ciento 
(100%) del cumplimiento de la gestión, cuando supere este porcentaje 
podrá asignársele un puntaje proporcional hasta mil cuatrocientos (1400) 
puntos. 
El desempeño personal se evaluará entre cero (0) y mil doscientos (1200) 
puntos, partiendo siempre de mil doscientos (1200) puntos cantidad que se 
disminuirá de acuerdo con las afectaciones que se establezcan en el 
respectivo formulario 
ARTICULO 42. DEFINICION. La escala de medición es el instrumento a 
través del cual se ubica al evaluado dentro del rango de clasificación, con 
base en el valor numérico asignado a su desempeño por el período de 
evaluación respectivo. Se realiza a través de los siguientes criterios: 
1. INCOMPETENTE: Es el evaluado que en su desempeño personal y 
profesional no cumple con las acciones asignadas para el desarrollo de los 
procesos. Su calificación está ubicada entre cero (0) y quinientos noventa y 
nueve (599) puntos y su rendimiento oscila entre cero por ciento (0%) y 
cuarenta y nueve por ciento (49%). El personal que sea clasificado en este 
rango será retirado de la Institución. 
2. DEFICIENTE: Es el evaluado que en su desempeño personal y 
profesional obtiene resultados por debajo de lo esperado dentro de los 
procesos a los que ha sido asignado. Amerita un seguimiento cercano y 
compromiso con su mejoramiento a corto plazo. Su calificación se ubica 
entre seiscientos (600) y seiscientos noventa y nueve (699) puntos y su 
rendimiento oscila entre cincuenta por ciento (50%) y cincuenta y siete por 
ciento (57%). El personal que sea clasificado en este rango por dos 
períodos consecutivos de evaluación anual será retirado de la Institución. 
3. ACEPTABLE: Es el evaluado que en su desempeño personal y 
profesional cumple con la mayoría de las acciones y procesos asignados, 
presentando algunas deficiencias que se pueden corregir. Su calificación se 
ubica entre setecientos (700) y setecientos noventa y nueve (799) puntos y 
su rendimiento oscila entre cincuenta y ocho por ciento (58%) y sesenta y 
seis por ciento (66%). El personal que sea clasificado en este rango amerita 
observación y refuerzo por parte del evaluador. 
4. SATISFACTORIO: Esta calificación se otorga al evaluado que en su 
desempeño personal y profesional, obtiene los resultados esperados dentro 
de los procesos a los que ha sido asignado. Su calificación se ubica entre 
ochocientos (800) y mil (1.000) puntos y su rendimiento oscila entre sesenta 
y siete por ciento (67%) y ochenta y tres por ciento (83%). El personal que 
sea clasificado en este rango amerita mejoramiento continuo y podrá ser 
tenido en cuenta para participar en los planes de capacitación que 
determine la Dirección General de la Policía Nacional. 
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5. SUPERIOR: Es el evaluado que en su desempeño personal y 
profesional, además de obtener los resultados esperados dentro de los 
procesos asignados, realiza actividades o hechos sobresalientes. Su 
calificación se ubica entre mil uno (1.001) y mil doscientos (1.200) puntos y 
su rendimiento oscila entre ochenta y cuatro por ciento (84%) y cien por 
ciento (100%). El personal que sea clasificado en este rango, amerita ser 
tenido en cuenta para participar en los planes de estímulos que determine 
la Dirección General de la Policía Nacional. 
6. EXCEPCIONAL: Es el evaluado que en su desempeño personal y 
profesional, además de obtener los resultados esperados dentro de los 
procesos asignados, realiza actividades o hechos que tienen trascendencia 
institucional. Su calificación está ubicada entre mil doscientos uno (1.201) y 
mil cuatrocientos (1.400) puntos y su rendimiento es del cien por ciento 
(100%) en adelante. El personal que sea clasificado en este rango, amerita 
ser tenido en cuenta para participar en los planes de estímulos que 
determine la Dirección General de la Policía Nacional. 
 

Ahora frente al Formulario Nro. I  EVALUACION DEL DESEMPEÑO POLICIAL, al 
que hace referencia el demandante el cual indica que le fue asignado un puntaje 
de evaluación por su desempeño profesional de 1200, es importante manifestar 
que el parágrafo del artículo 39 del Decreto 1800/2000, señala que cada uno de 
los uniformados que integran la Policía Nacional, inician su evaluación del 
desempeño profesional con puntaje de 1200 y que de acuerdo a las afectaciones 
en el periodo evaluable este puntaje se disminuirá.  
 
De igual manera es preciso indicar que frente a los numerales 3.1 y 3.6 en los 
cuales se registra puntaje del actor, de acuerdo al Instructivo No. 073/SUDIR-
DITAH-70 el nivel operativo se adecúa al personal que por la naturaleza del cargo 
desarrolla procesos encaminados a contrarrestar el accionar de la delincuencia 
común y organizada, prevenir y conservar el orden público. Este nivel comprende 
tres categorías: Dirección, Ejecución y Básica, siendo la Básica  la que le 
corresponde al personal encargado de ejecutar las actividades básicas de 
vigilancia, es decir la que le correspondía al actor. 
 
La calificación que obtuvo el señor Subcomisario PAVAS QUIÑONES es la 
calificación con la que inicia todos los policiales el periodo evaluable, como así lo 
consigna el parágrafo del artículo 39 del Decreto 1800/2000, que reza lo siguiente: 
El desempeño personal se evaluará entre cero (0) y mil doscientos (1200) puntos, 
partiendo siempre de mil doscientos (1200) puntos cantidad que se disminuirá de 
acuerdo con las afectaciones que se establezcan en el respectivo formulario. 
 
A su vez el artículo 42  define la escala de medición entre ellas el SUPERIOR: en 
el cual señala: el evaluado que en su desempeño personal y profesional, además 
de obtener los resultados esperados dentro de los procesos asignados, realiza 
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actividades o hechos sobresalientes. Su calificación se ubica entre mil uno (1.001) 
y mil doscientos (1.200) puntos y su rendimiento oscila entre ochenta y cuatro por 
ciento (84%) y cien por ciento (100%). El personal que sea clasificado en este 
rango, amerita ser tenido en cuenta para participar en los planes de estímulos que 
determine la Dirección General de la Policía Nacional. 

  
Es clara la norma al indicar que el evaluado que es calificado bajo el criterio de 
SUPERIOR, además de obtener los resultados esperados, es decir lo que espera 
la institución del Policial que cumpla con las metas trazadas por ella o se presente 
hechos sobresalientes. Al observar de manera detallada el Formulario de 
Evaluación del Desempeño del demandante se puede colegir que se relacionan 
puntajes sobre 1200, no se plasmaron eventos excepcionales y de reconocido 
mérito, sólo se hicieron anotaciones referentes al devenir rutinario de la labor, 
labor que se recalca, debía prestarse con eficiencia, pues esa es una función 
obligatoria de todo servidor público, sin reflejar que el evaluado en su momento 
realizara actividades o hechos de trascendencia institucional que le permitieran 
obtener una puntación de 1400 es decir que fuese excepcional. En tal sentido las 
mencionadas calificaciones que señala el actor no pueden acreditar la eficiencia 
en la prestación del servicio del actor. 
 
AL HECHO 5 al 8: Frente a su situación medico laboral del actor, me permito 
expresar que dicha condición en ningún momento la institución la tomo como 
referencia para fundamentar el acto administrativo por medio del cual fue llamado 
a calificar servicios, pues debemos tener en cuenta que esta es una forma normal 
de terminación de la carrera policial, púes el señor Subcomisario (r) JOSE 
ARTURO PAVAS QUIÑONES, tenía derecho a su asignación de retiro y a la fecha 
se le ha venido pagando de forma periódica e ininterrumpida. 
 
AL HECHO 9 y 10: NO ES CIERTO lo manifestado por el apoderado en estos 
hechos y será tarea del togado probar lo manifestado; por el contrario me permito 
reiterar lo que le he manifestado en anteriores líneas, respecto a que el señor 
Subcomisario (r) JOSE ARTURO PAVAS QUIÑONES, fue llamado a calificar 
servicios ya que esta es una forma normal de terminación de la carrera policial y 
actualmente se le paga de forma periódica su asignación mensual de retiro. 
 
AL HECHO 11: NO ES CIERTO lo manifestado por el apoderado en estos hechos 
y será tarea del togado probar lo manifestado, asi las cosas y teniendo como 
fundamento el marco constitucional y legal, me permito esbozar a su distinguido 
despacho las actuaciones jurídicas que fueron adelantadas por parte de la Policía 
Nacional y el Ministerio de Defensa Nacional, en lo que respecta al llamamiento a 
calificar servicios al señor Subcomisario (r) JOSE ARTURO PAVAS QUIÑONES, 
estas se desarrollaron en virtud de los principios de transparencia y legalidad, 
como de los lineamientos jurisprudenciales del Consejo de Estado órgano máximo 
y de cierre jurisprudencial de esta jurisdicción, la Corte Constitucional y normas 
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vigentes para la consolidación de los respectivos actos administrativos que fueron 
debidamente notificados en su momento al señor oficial en mención. 
 
Aunado a lo anterior, es pertinente indicar que el llamamiento de calificación de 
servicios tuvo como cimientos la facultad Discrecional del Gobierno Nacional, 
donde con pleno concepto o recomendación de la Junta Asesora del Ministerio de 
Defensa para la Policía Nacional, fue materializado de conformidad con lo 
dispuesto en los preceptos legales. 
  
Ahora bien, cabe señalar que el demandante interpreta erróneamente la 
normatividad del régimen de carrera de la Policía Nacional Ley 857 de 2003 en lo 
que respecta a “el llamamiento de calificación servicios”, toda vez que el 
demandante observa de manera equivoca el objeto de la figura jurídica en 
mención y no fundamenta el de la misma, la cual tiene como fundamento el 
mejoramiento del servicio. 
 
Teniendo con referencia lo anterior, la Corte Constitucional se ha pronunciado al 
respecto, así: 
 

…..“2: (i) la decisión judicial se sustenta en una norma inaplicable al 
caso concreto; (ii) a pesar del amplio margen interpretativo que la 
Constitución y la ley le reconoce a las autoridades judiciales, la 
interpretación o aplicación que se hace de la norma en el caso 
concreto desconoce sentencias con efectos erga omnes que han 
definido el alcance de la norma; (iii) la interpretación de la norma se 
hace sin tener en cuenta otras disposiciones aplicables al caso y que 
son necesarias para efectuar una interpretación sistemática; (iv) la 
norma aplicable al caso concreto es desatendida y, por ende, 
inaplicada, o (v) a pesar de que la norma en cuestión está vigente y 
es constitucional, no se adecúa a la situación fáctica a la que se 
aplicó. 

 
Frente a esta precisión del juez, la Sección Cuarta del Honorable Consejo de 
Estado, Magistrada Ponente CARMEN TERESA ORTIZ RODRÍGUEZ con No 
radicado 2014-01151 de fecha 05 de noviembre de 2014, notificado el 30 de enero 
de 2015, expuso que: 
 

….“No puede el Juez Contencioso Administrativo dentro de un proceso de nulidad y 
restablecimiento del derecho, ni en el de tutela, ordenar por vía judicial al Presidente 
de la república que lleve a cabo determinado ascenso dentro de los altos mandos de 
la jerarquía militar. 

 

                                                 
2 Ver sentencias T-804 de 1999, T-522 de 2001, T- 189 de 2005, T-244 de 2007 y T-972 de 2007. 
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El solo transcurso del tiempo no es suficiente para obtener el ascenso, porque dicho 
requisito no es el único que debe acreditar un miembro de la Fuerza Pública para 
ascender en el escalafón jerárquico, requisitos que se encuentran consagrados en el 
artículo 21 del Decreto Ley 1791 de 2000, declarado exequible mediante sentencia C 
445 de 2011, norma que al tenor cita:    

 

(…..) 
……. “DECRETO 1791 DE 2000 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
 

Por el cual se modifican las normas de carrera del Personal de Oficiales, Nivel 
Ejecutivo, Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional 

 
ARTÍCULO 21. REQUISITOS PARA ASCENSO DE OFICIALES, NIVEL EJECUTIVO 
Y SUBOFICIALES. Los oficiales, nivel ejecutivo a partir del grado de subintendente y 
suboficiales de la Policía Nacional, podrán ascender en la jerarquía al grado 
inmediatamente superior cuando cumplan los siguientes requisitos: 
 

1. Tener el tiempo mínimo de servicio establecido para cada grado. 
 

2. Ser llamado a curso. 
 

3. Adelantar y aprobar los cursos de capacitación establecidos por el Consejo Superior 
de Educación Policial. 
 

4. Tener aptitud psicofísica de acuerdo con lo contemplado en las normas sobre 
Incapacidades e Invalideces. 

 

5. Obtener la clasificación exigida para ascenso. 
 

6. Para oficiales, concepto favorable de la Junta Asesora del Ministerio de Defensa 
para la Policía Nacional; para nivel ejecutivo y suboficiales, concepto favorable de la 
Junta de Evaluación y Clasificación. 

 

7. Hasta el grado de Coronel, acreditar un tiempo mínimo de dos (2) años en el 
respectivo grado, en labores operativas, de investigación, docencia, desempeño de 
funciones en la Gestión General del Ministerio de Defensa Nacional, de acuerdo con 
las disposiciones que para tal efecto presente a consideración del Ministro de Defensa 
Nacional el Director General de la Policía Nacional. 

 

8. Para el personal que permanezca en el Cuerpo Administrativo, acreditar un curso de 
actualización profesional en su especialidad, con una duración no inferior a ciento 
veinte (120) horas.”…… 

 

El fallo argumenta que no se puede pretender por vía de tutela traspasar los 
lineamientos constitucionales y legales establecidos que reglamentan lo relativo a 
la carrera policial, pues con ello se busca garantizar que quienes ocupen cargos 
del nivel jerárquico dentro de la institución, cumplan con todos y cada uno de los 
requisitos para tal fin.    
 
En este entendido, el motivo fundado de la causal de retiro del señor oficial en 
mención tiene su génesis en la resolución ministerial, expedida   por el Ministerio 
de Defensa en uso de las facultades constitucionales y legales, “Por el cual se 
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retira del servicio activo a un personal de Oficiales superiores de la Policía 
Nacional”, se decreto el “llamamiento a calificar servicios” al señor Subcomisario 
(r) JOSE ARTURO PAVAS QUIÑONES, este fue expedido con plena observancia 
de las formalidades legales, ante lo cual cabe destacar que el acto impugnado 
judicialmente goza de PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD, inherente a los actos de 
esta naturaleza, significando esto, que las pretensiones de la demanda no están 
llamadas a prosperar por falta de sustento jurídico y factico aspecto que no puede 
negarse por parte del demandante y en ese sentido no se encuentra vicio alguno 
en el acto que impida su ejecución y que soslaye la presunción de legalidad que 
recae sobre el mismo. 
 
Ahora bien la parte demandante confunde las formas de retiro del servicio activo 
de la Policía Nacional, establecidas en la Ley 857 de 2003, que establece tres 
causales, y una de ellas es el llamamiento a calificar servicios, la cual de manera 
sesgada el demandante interpreta como si se tratara del Retiro por Voluntad del 
Gobierno Nacional que es una causal totalmente diferente, toda vez que las 
consecuencias jurídicas que se presentan al momento del retiro de un miembro 
de la Fuerza Pública obedece al llamamiento a calificar servicios y las que 
proceden en virtud del retiro por voluntad del gobierno, especialmente en lo 
relativo al vínculo del oficial o suboficial con la institución, por cuanto de ello 
depende la continuidad en el disfrute del régimen prestacional especial creado 
para beneficiar a este grupo de servidores públicos.  
 
Al respecto en Sentencia, proferida dentro del expediente 2001-03004 de marzo 
20 de 2013, el Honorable CONSEJO DE ESTADO, en SALA DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN B, 
Consejero  Ponente: Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE, Exp.: 
050012331000200103004 01, señaló: 

 
“…En punto del tema del retiro por llamamiento a calificar servicios, estima la Sala que 
tal medida atiende a un concepto de evolución institucional, en este caso de la Policía 
Nacional, conduciendo necesariamente a la adecuación de su misión y la visión, a los 
desafíos a los que se enfrenta una institución cuyo objetivo principal es velar por la 
seguridad ciudadana. En este sentido, estamos en presencia de un valioso instrumento 
que permite un relevo dentro de la línea jerárquica de los cuerpos armados, facilitando el 
ascenso y promoción de su personal, lo que responde a la manera corriente de culminar 
la carrera oficial dentro de ellos. 
 
Bajo este supuesto, el retiro por llamamiento a calificar servicios no debe entenderse 
como una medida que desconoce los derechos y prerrogativas de los miembros de la 
Fuerza Pública en tanto el mismo legislador extraordinario, a través del artículo 144 del 
Decreto 1212 de 1990, previó el reconocimiento y pago de una asignación de retiro a 
favor de los oficiales y suboficiales objeto de dicha medida en cuantía equivalente al 50% 
de las partidas autorizadas por la referida norma. 
 



    
    
   MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
   POLICÍA NACIONAL 
   SECREATRIA GENERAL 
                         UNIDAD DE DEFENSA JUDICIAL CAUCA 
 

 

 
 
1DS – OF – 0001                                                               Página 10 de 41                                             Aprobación: 
07/04/2014 
VER: 2  
 

 

 

Por su parte, cabe señalar que la regla y medida de la discrecionalidad de un 
instrumento como el retiro del servicio por el llamado a calificar los servicios en la Policía 
Nacional es la razonabilidad; en otras palabras, la discrecionalidad es un poder en el 
derecho y conforme a derecho, que implica el ejercicio de los atributos de decisión dentro 
de límites justos y ponderados. El poder jurídico de la competencia para decidir, equivale 
a la satisfacción del interés general y por ende, a partir de la observación de los 
elementos fácticos se mueve la adopción de la decisión que mejor convenga a la 
comunidad. 
 
En este sentido, el artículo 36 del Código Contencioso Administrativo, consagra la regla 
general de la discrecionalidad y señala la proporcionalidad entre los hechos que le sirven 
de causa, que no es otra cosa que la acción del hecho causal sobre el efecto jurídico, la 
medida o razón que objetivamente debe existir entre la realidad de hecho y el derecho 
que supone la verdad de los hechos y su conexidad con la decisión. 
 
En armonía con las afirmaciones anotadas, la presunción de legalidad que ostenta la 
generalidad de los actos discrecionales, se mantiene intacta ante la sede jurisdiccional 
en tanto la decisión esté precedida de supuestos de hecho reales, objetivos y ciertos, 
haciendo de esta forma operante el postulado consagrado en el artículo 36 del Código 
Contencioso Administrativo.” 
 

En el llamamiento a calificar servicios, existe una situación fáctica que justifica en 
alguna forma el retiro: 
 

“…ART. 1º—Retiro. El retiro del personal de oficiales y suboficiales de la Policía 
Nacional, es la situación por la cual este personal, sin perder el grado, cesa en la 
obligación de prestar servicio. 
El retiro de los oficiales se efectuará a través de decreto expedido por el 
Gobierno Nacional. El ejercicio de esta facultad, podrá ser delegada en el 
Ministro de Defensa Nacional hasta el grado de teniente coronel. 
El retiro de los suboficiales se efectuará a través de resolución expedida por el 
Director General de la Policía Nacional. 
El retiro de los oficiales deberá someterse al concepto previo de la junta asesora 
del Ministerio de Defensa Nacional para la Policía Nacional, excepto cuando se 
trate de oficiales generales. La excepción opera igualmente en los demás grados, 
en los eventos de destitución, incapacidad absoluta y permanente, gran 
invalidez, cuando no supere la escala de medición del decreto de evaluación del 
desempeño y en caso de muerte. 
ART. 2º—Causales de retiro. Además de las causales contempladas en el 
Decreto-Ley 1791 de 2000, el retiro para los oficiales y los suboficiales de la 
Policía Nacional, procederá en los siguientes eventos: 
4. Por llamamiento a calificar servicios. 
5. Por voluntad del Gobierno Nacional en el caso de los oficiales, o del Director 
General de la Policía Nacional, en el caso de los suboficiales. 
6. Por incapacidad académica. 
ART. 3º—Retiro por llamamiento a calificar servicios. El personal de oficiales y 
suboficiales de la Policía Nacional, podrá ser retirado por llamamiento a calificar 
servicios, sólo cuando cumpla los requisitos para hacerse acreedor a la 
asignación de retiro. 
ART. 4º—Retiro por voluntad del gobierno o del Director General de la Policía 
Nacional. Por razones del servicio y en forma discrecional, el Gobierno Nacional 
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para el caso de los oficiales o el Director General de la Policía Nacional para el 
caso de los suboficiales, podrán disponer el retiro de los mismos con cualquier 
tiempo de servicio, previa recomendación de la junta asesora del Ministerio de 
Defensa Nacional para la Policía Nacional, cuando se trate de oficiales, o de la 
junta de evaluación y clasificación respectiva, para los suboficiales. 
 
El ejercicio de las facultades a que se refiere el presente artículo podrá ser 
delegado en el Ministro de Defensa Nacional, para el caso de los oficiales hasta el 
grado de teniente coronel y en los directores de la dirección general, 
comandantes de Policía Metropolitana, de departamentos de policía y directores 
de las escuelas de formación para el caso de los suboficiales bajo su mando, 
observando el procedimiento que sobre el particular se señale en cuanto a 
composición y recomendaciones en el evento de tal delegación respecto de la 
junta asesora y de evaluación y clasificación de que trata el inciso anterior.” 
(Subrayado a propósito.) 
 

De igual manera, el artículo 25 en el Decreto 4433 de 2004, establece el 
llamamiento a calificar servicios, que al tenor establece: 
 

…….“Artículo 25. Asignación de retiro para el personal de la Policía Nacional. Los 
Oficiales y el personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional que ingresen al 
escalafón a partir de la fecha de entrada en vigencia del presente decreto y que 
sean retirados del servicio activo después de veinte (20) años, por llamamiento a 
calificar servicios, por disminución de la capacidad psicofísica, o por voluntad 
del Gobierno, y los que se retiren a solicitud propia o sean retirados o separados 
en forma absoluta después de veinticinco (25) años de servicio, tendrán derecho 
a partir de la fecha en que terminen los tres (3) meses de alta, a que por la Caja 
de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional se les pague una asignación mensual 
de retiro……… 

 
Esta causal de retiro es un factor normal de terminación de la situación 
administrativa laboral de un uniformado dentro de la Institución cuando éste 
cumple los requisitos para hacerse acreedor a la asignación de retiro, la cual se 
alcanza después de 18 años de servicio, para el caso que se avoca, se aplicó el 
artículo 24 del Decreto 4433 de 2004, toda vez que al momento del retiro, el 
demandante acreditaba más de dieciocho (18) años de servicio, con lo que se hizo 
acreedor a  la correspondiente asignación de retiro, exigencia que se hace a favor 
del servidor, pues “constituye una limitante a la libre disposición del superior”, ya 
que sólo se aplica cuando se alcanza el tiempo que le asegure al retirado, como 
mínimo el derecho a un porcentaje equivalente de las partidas computables. 
 
En este entendido, es importante resaltar que la sección cuarta del Honorable 
Consejo de Estado en uno de sus últimos postulados jurisprudenciales sentencia 
de tutela de primera instancia  DE FECHA 26 DE FEBRERO DE 2015, cuyo 
Magistrado Ponente HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS con número 
de expediente Nº 11001-03-15-000-2014-02423-00, confirma lo antes 
expuesto, en el entendido que uno de los fundamentos legales que tratan las 
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clases de retiro del servicio de los oficiales y suboficiales de la Policía 
Nacional, “llamamiento a calificar servicios”, es la Ley 857 de 2003 expuestos en 
los artículos 1 al 4, como también se argumenta en la providencia los requisitos 
que se den tener en cuenta en las causales del llamamiento. 
 
De igual manera, en citada sentencia indica que no es necesario que la autoridad 
nominadora para el caso que se avoca la Policía Nacional manifieste los criterios y 
razonamientos que tuvo en cuenta para el retiro del servicio y que existen 
circunstancias que no está obligada a explicar en el acto que decide retirar a algún 
oficial o suboficial. Teniendo en cuenta lo anterior, me permito citar lo expuesto en 
la providencia en mención: 
 

(….) 
 
…..“La Ley 857 de 2003 trata el tema del retiro del servicio de los oficiales y 
suboficiales de la Policía Nacional, en la que se define lo que se entiende por retiro, 
las clases de retiro que existen y, la forma de retirar al personal de la institución. 
Las normas señalan: 
 
“ARTÍCULO 1o. RETIRO. El retiro del personal de Oficiales y Suboficiales de la Policía 
Nacional, es la situación por la cual este personal, sin perder el grado, cesa en la 
obligación de prestar servicio. 
  
El retiro de los Oficiales se efectuará a través de decreto expedido por el Gobierno 
Nacional. El ejercicio de esta facultad, podrá ser delegada en el Ministro de Defensa 
Nacional hasta el grado de Teniente Coronel. 
  
El retiro de los Suboficiales se efectuará a través de resolución expedida por el Director 
General de la Policía Nacional. 
  
El retiro de los Oficiales deberá someterse al concepto previo de la junta Asesora del 
Ministerio de Defensa Nacional para la Policía Nacional, excepto cuando se trate de 
Oficiales Generales. La excepción opera igualmente en los demás grados, en los eventos 
de destitución, incapacidad absoluta y permanente, gran invalidez, cuando no supere la 
escala de medición del decreto de evaluación del desempeño y en caso de muerte. 
  
ARTÍCULO 2o. CAUSALES DE RETIRO. Además de las causales contempladas en el 
Decreto-ley 1791 de 2000, el retiro para los Oficiales y los Suboficiales de la Policía 
Nacional, procederá en los siguientes eventos: 
  
4. Por llamamiento a calificar servicios. 
  
5. Por voluntad del Gobierno Nacional en el caso de los Oficiales, o del Director General 
de la Policía Nacional, en el caso de los Suboficiales. 
  
6. Por incapacidad académica. 
  
ARTÍCULO 3o. RETIRO POR LLAMAMIENTO A CALIFICAR SERVICIOS. El personal de 
Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional, podrá ser retirado por llamamiento a 

http://www.secretariasenado.gov.co/leyes/D1791000.HTM#1
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calificar servicios, sólo cuando cumpla los requisitos para hacerse acreedor a la 
asignación de retiro. 
 
ARTÍCULO 4o. RETIRO POR VOLUNTAD DEL GOBIERNO O DEL DIRECTOR 
GENERAL DE LA POLICÍA NACIONAL. Por razones del servicio y en forma discrecional, 
el Gobierno Nacional para el caso de los Oficiales o el Director General de la Policía 
Nacional para el caso de los Suboficiales, podrán disponer el retiro de los mismos con 
cualquier tiempo de servicio, previa recomendación de la Junta Asesora del Ministerio de 
Defensa Nacional para la Policía Nacional, cuando se trate de Oficiales, o de la Junta de 
Evaluación y Clasificación respectiva, para los Suboficiales”. 
 
En ese contexto normativo, la causal de retiro del servicio por llamamiento a 
calificar servicios requiere de los siguientes requisitos: 
 

 Concepto previo de la Junta Asesora del Ministerio de Defensa Nacional para la 
Policía Nacional. 
 Cumplimiento de los requisitos para asignación de retiro. 

 
Análisis de las sentencias  
 
La Corporación, en las sentencias citadas como desconocidas, señaló: 
 
Que el llamamiento a calificar servicios atiende a un concepto de evolución 
institucional, que permite un relevo dentro la línea jerárquica de los cuerpos 
armados y responde a una manera normal de culminar la carrera. Indicó además, 
que la hoja de vida y el buen desempeño de los policiales no dan fuero de 
estabilidad ni impiden o limitan la facultad discrecional y, que el llamamiento a 
calificar servicios, no es una medida que desconozca o limite derechos, pues el 
retirado por esa causa, sale con asignación de retiro3. 
 
Que en el ejercicio de la potestad discrecional no es necesario que la autoridad 
nominadora manifieste los criterios y razonamientos que tuvo en cuenta para el 
retiro del servicio4 y, que existen circunstancias que no está obligada a explicar en 
el acto que decide retirar a algún oficial o suboficial, por lo tanto, quien pretenda 
desvirtuar la legalidad del acto administrativo de retiro, debe demostrar la existencia 
de móviles distintos al buen servicio público5. 
 
Así las cosas, es claro que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, 
Subsección E, Sala de Descongestión, en la sentencia del 26 de agosto de 2014 
cuestionada, realizó el estudio del caso sin tener en cuenta la línea jurisprudencial del 
Consejo de Estado en el tema de retiro del servicio por llamamiento a calificar servicios, 
sin justificar los motivos para apartarse de ella. En el fallo, el tribunal argumentó razones 
para anular los actos administrativos acusados, tales como el obligado estudio de la hoja 
de vida del actor y las evaluaciones del desempeño, para concluir que existió violación al 
debido proceso. 
 

                                                 
3 Sentencia de la Sección Segunda, Subsección B (2013, marzo 20) radicación número 050012331000200103004, 
demandante: Víctor Hugo Pinzón Rojas. 
| 
Consejo de Estado, Sección Segunda (2009, mayo 21) radicación 8380-05;  Consejo de Estado, Sección Segunda, 
Subsección B (2004, abril 1), radicación 68001-23-1500019971267301 (5985-02); Consejo de Estado, Sala Plena (2004, 
junio 15), radicación S-567. 
5 Consejo de Estado, Sección Segunda (2005, marzo 10) radicación 2500023250000143501 (6207-03). 
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Esa exigencia que echó de menos la sentencia cuestionada, no se encuentra ni en la ley, 
ni en la jurisprudencia del Consejo de Estado, por lo tanto, al no ser parte del 
procedimiento para retirar a un miembro de la Policía Nacional por la causal de retiro de 
llamamiento a calificar servicios, no puede dar lugar a la nulidad de los actos 
administrativos demandados por violación al debido proceso. En ese sentido, existió 
defecto sustantivo, en cuanto la sentencia le dio a la normatividad aplicable al caso, un 
alcance que no tiene y además, se configuró el defecto de desconocimiento del 
precedente del Consejo de Estado…. (Subrayado a propósito fuera del texto original) 

 
Se resalta que el demandante fue retirado de la Institución por “llamamiento a 
Calificar servicios” lo que indica que es acreedor y goza de una asignación de 
retiro, que cumplió durante más de 18 años con sus funciones como Policial y que 
la Institución le reconoció sus derechos prestacionales. 
 
Lo anterior no indica una sanción, por el contrario, es un proceso legal de 
renovación y movilidad en la escala piramidal tal como sucede en todas las 
entidades públicas cuando un funcionario alcanza los requisitos para acceder a 
una pensión de jubilación. Razón por la cual no se ha sancionado ni truncado una 
carrera, por el contrario, el demandante ascendió hasta el grado de Teniente 
Coronel y ahora goza de su asignación de buen retiro.  
 
En relación con el tema que hoy nos atañe la Corte Constitucional en fallo de 
Tutela señala lo siguiente: 
 

“4.7 De conformidad con lo anterior, se tiene que el retiro del servicio activo de 
la Policía Nacional por llamamiento a calificar servicios es una modalidad de 
desvinculación adoptada mediante decreto expedido por el Gobierno Nacional, 
que implica que el uniformado cesa en su obligación de prestar sus servicios a 
esa institución. Así mimo, que esta modalidad de desvinculación de la Policía 
sólo procede cuando de manera simultánea se satisfacen dos requisitos, a 
saber: (1) el agente ha cumplido más de 15 años de servicio o 20 si se trata del 
personal del nivel ejecutivo, situación que en concordancia con el artículo 3 de 
la Ley 857 de 2003, lo hace beneficiario de una asignación de retiro; y (2) la 
Junta Asesora del Ministerio de Defensa Nacional para la Policía Nacional ha 
dado su concepto previo favorable para el efecto. 
 
4.8 Ahora bien, mediante la sentencia C-072 de 1996, esta Corporación analizó 
la exequibilidad de la disposición según la cual el llamamiento a calificar 
servicios procede en virtud del cumplimiento del término de servicios a la 
institución previsto en la ley. Al respecto, luego de advertir que “la disposición 
acusada no obliga al Ejecutivo ni a la Policía Nacional a efectuar el llamamiento 
a calificar servicios cuando el oficial o suboficial haya cumplido los quince años 
en la Institución.”, esta Corte precisó: 

 
“El llamamiento a calificar servicios (…) es un valioso instrumento institucional 
de relevo dentro de la línea jerárquica en cuya virtud se pone término al 
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desempeño de unos para permitir el ascenso y la promoción de otros, lo cual, 
en cuanto constituye ejercicio de una facultad inherente a la normal renovación 
del personal de los cuerpos armados y a la manera corriente de culminar la 
carrera oficial dentro de ellos, no puede equipararse con formas de retiro cuyos 
efectos son puramente laborales y sancionatorios, como la destitución. Tal 
atribución hace parte de las inherentes al ejercicio del poder jerárquico de 
mando y conducción de la fuerza pública, cuyas autoridades deben disponer de 
poderes suficientes para sustituir, en la medida de las necesidades y 
conveniencias, con agilidad y efectividad, al personal superior y medio de las 
jerarquías militares y de policía, con base en apreciaciones y evaluaciones de 
naturaleza institucional y según el cometido que les es propio. 

  
Para la Corte es claro que lo consagrado en el artículo no es una norma en 
contra del oficial o suboficial en su condición de trabajador sino una limitante a 
la libre disposición superior, en favor del subalterno, a quien se otorga la 
certidumbre de que el Gobierno o la Policía no pueden hacer uso de la facultad 
de llamar a calificar los servicios de sus oficiales y suboficiales sino después de 
transcurridos quince años de servicios.” (Negrilla fuera del texto original). 
 

En este orden, la citada sentencia fue enfática en afirmar que debido a las 
características del retiro por llamamiento a calificar servicios contempladas en la 
ley, esta modalidad de retiro no puede ser entendida como una sanción 
encubierta para soslayar el derecho fundamental al debido proceso. 

 
En efecto, en esa oportunidad, esta Corporación señaló: 

   
……“Tal entendimiento de la norma, que es el aducido por el impugnador, 
implicaría en efecto una abierta violación de la Carta Política, en especial de 
sus artículos 25 y 53, si se aceptara que el llamamiento a calificar servicios 
es apenas una forma de desvinculación laboral, pues, sobre esa base, el 
obligado retiro del empleo, sin razón justificativa distinta al tiempo de 
servicios y sin el beneficio de la pensión, significaría un franco 
desconocimiento de la protección especial al trabajo y de la estabilidad 
en el mismo. También podría resultar violado el artículo 29 de la 
Constitución, si el llamamiento a calificar servicios se tomara como una 
sanción, por carencia de unas razones previamente definidas en la ley y 
por ausencia absoluta del debido proceso y en particular del derecho de 
defensa, sin que por otra parte medien en la norma las mismas circunstancias 
admitidas por la Corte en la Sentencia C-525 del 16 de noviembre de 1995 
(M.P.: Dr. Vladimiro Naranjo Mesa), en lo relativo a la necesidad de garantizar 
el servicio idóneo.” (Negrilla fuera del texto original).  
  
4.9 En síntesis, el retiro del servicio activo de la Policía Nacional por 
llamamiento a calificar servicios es una modalidad de desvinculación adoptada 
mediante decreto expedido por el Gobierno Nacional, que implica el cese de la 
obligación de prestar servicios a la institución. Esa modalidad de 
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desvinculación sólo procede cuando (1) el agente ha cumplido más de 15 años 
de servicio o 20 si se trata del personal del nivel ejecutivo; y (2) la Junta 
Asesora del Ministerio de Defensa Nacional para la Policía Nacional ha dado su 
concepto previo favorable. Así, de conformidad con la jurisprudencia 
constitucional, el llamamiento a calificar servicios constituye una facultad 
legítima del Gobierno Nacional para permitir la renovación del personal 
uniformado de la Policía Nacional, razón por la cual no puede ser ejercida con 
otra finalidad, por ejemplo, como una sanción encubierta para soslayar el 
derecho fundamental al debido proceso, en particular el derecho de defensa 

 

AL HECHO 16 y subsiguientes: No me consta por ende me atengo a lo que se 
logre probar en el presente asunto. 
 

I. RAZONES DE LA DEFENSA 
 

Solicito con todo respeto al Despacho se denieguen las pretensiones del 
demandante, en consideración a que los Actos Administrativos impugnados 
mediante los cuales se retiró del servicio activo al señor Subcomisario (r) JOSE 
ARTURO PAVAS QUIÑONES fueron expedidos con estricto apego al Estatuto de 
Carrera del Personal de Oficiales, Nivel Ejecutivo, Suboficiales y Agentes de la 
Policía Nacional, es decir, al Decreto 1791 de 2000, y en perfecta armonía con los 
instrumentos legales y jurisprudenciales de necesidad y mejoramiento del servicio, 
confianza y lealtad. 
 
Como se expuso y sustentó en precedencia pero se reitera nuevamente, las actas 
proferidas por las Juntas Asesora del Ministerio de Defensa Nacional para la 
Policía Nacional, de Generales de la Policía Nacional y de Evaluación y 
Clasificación de la Policía Nacional, constituyen actuaciones de trámite, que no 
deciden de forma definitiva ni ponen fin a la actuación, por lo cual, no 
corresponden a actos administrativos definitivos, en los términos del artículo 43 de 
la Ley 1437 de 206, las cuales no son enjuiciables en ésta Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, precisamente por ser actos preparatorios y no 
definitivos, por lo que me ocupo de lo relacionado con la solicitud de nulidad de la 
Resolución Ministerial No. 7904 del 7 de noviembre de 2018, a través de la cual 
fue retirado del servicio activo de la Policía Nacional por llamamiento a calificar 
servicios, el señor Subcomisario (r) JOSE ARTURO PAVAS QUIÑONES 
(demandante), lo cual incumbe a un acto administrativo expedido acatando 
estrictamente las normas y procedimientos legales que regulan este tipo de retiro, 
situaciones legales que no han sido desvirtuadas por la parte demandante y gozan 
de presunción de legalidad. 
 

                                                 
6 Artículo 43. Actos definitivos. Son actos definitivos los que decidan directa o indirectamente el fondo del asunto o hagan 
imposible continuar la actuación. 
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Bajo el anterior contexto, me permito entrar a examinar los puntos sobre los cuales 
el accionante tiene reparos, con el fin de demostrar que no existe ni falsa 
motivación, ni desviación de poder, ni violación al debido proceso como se aduce, 
es por ello precisamente, que no existe vulneración de derechos en el acto 
administrativo demandado, por el contrario, el mismo fue expedido conforme a la 
normatividad que lo regula, con apego a la jurisprudencia de la H. Corte 
Constitucional y del H. Consejo de Estado. 
 
Decantado lo anterior, es imperativo indicar respecto a lo que se manifiesta en 
cuanto a la Hoja de Vida del demandante, que la misma no genera por sí sola 
fuero alguno de estabilidad, ni puede limitar la potestad del ordenamiento que se 
le concedió al Gobierno Nacional, teniendo en cuenta que la idoneidad para el 
ejercicio del cargo y el buen desempeño de las funciones, no otorgan por sí solas 
a su titular prerrogativas de permanencia en el mismo, pues lo normal es el 
cumplimiento del deber por parte del funcionario, frente a la idoneidad en la 
prestación del servicio y un presunto fuero de estabilidad en el cargo, el Honorable 
Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda, 
Subsección “A” Consejero ponente: Dr. ALFONSO VARGAS RINCÓN, primero 
(01) de diciembre de dos mil catorce (2014) Expediente: 
1001031500020140292400 Actor: Nación - Ministerio de Defensa - Policía 
Nacional, Accionado: Tribunal Administrativo de Cundinamarca. Acción de tutela, 
se dijo: 
 

(…) 
 
Respecto a la tesis según la cual el hecho de que un oficial demuestre 
idoneidad en el desempeño del servicio no desvirtúa por sí mismo la 
legalidad del acto que lo retira del servicio mediante la causal de 
llamamiento a calificar servicios, ha dicho esta corporación:   
 
“…Tratándose de decisiones discrecionales como la acusada, el 
registro de la hoja de vida del actor, de unas calificaciones en el 
desempeño de las funciones constitucional y legalmente asignadas 
no generan por sí solo fuero de estabilidad ni pueden limitar la 
potestad discrecional  que el ordenamiento jurídico le concede al 
nominador”. (Subraya y negrilla fuera del texto original).   

 
Teniendo en cuenta lo anterior, se reitera que no es necesario hacer un estudio de 
la trayectoria del policial, ni que por el hecho que haya tenido un buen 
comportamiento o una excelente hoja de vida, no pueda retirarse del servicio 
activo por la causal de llamamiento a calificar servicios, ni tampoco que se 
plasmen las razones que originen el retiro como sucede con otra causal que como 
fin tienen la mejora del servicio, pues se estaría desconociendo y apartándose 
esta posición del precedente proferido por el máximo órgano de cierre de la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo, como lo es el H. Consejo de Estado, 
el cual señala que no es necesario que la autoridad administrativa manifieste y 
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exteriorice los criterios que tuvo en cuenta para disponer la separación del servicio 
de sus servidores por la causal de llamamiento a calificar servicios, debido a que 
los únicos requisitos exigidos se contraen a: 
 

(i) ten
er la recomendación de la Junta Asesora del Ministerio de 
Defensa para la Policía Nacional y 

(ii) el 
cumplimiento de los requisitos por parte del uniformado para 
hacerse acreedor a la asignación de retiro. 

 
Ahora, respecto a la motivación del acto administrativo, es importante indicar que 
la Institución cuenta con varias causales de retiro, las cuales se encuentra 
señaladas en el Decreto ley 1791 del 14 de septiembre de 2000 y en la Ley 857 
del 26 de diciembre de 2003, para el presente caso, es significativo señalar dos (2) 
de ellas, siendo estas el retiro por “LLAMAMIENTO A CALIFICAR SERVICIOS” y 
el retiro por “VOLUNTAD DEL GOBIERNO”, los cuales tienen unas diferencias 
puntuales. 
 
La Policía Nacional dio estricto cumplimiento al protocolo legal y constitucional 
para adoptar la decisión de retirar del servicio al señor Subcomisario (r) JOSE 
ARTURO PAVAS QUIÑONES, Veamos:  
 

FUNDAMENTOS FÁCTICOS Y LEGALES DEL LLAMAMIENTO A CALIFICAR 
SERVICIOS DEL SEÑOR Subcomisario (r) JOSE ARTURO PAVAS 

QUIÑONES. 
 
Teniendo como fundamento el marco constitucional y legal, me permito esbozar a 
su distinguido despacho las actuaciones jurídicas que fueron adelantadas por 
parte de la Policía Nacional y el Ministerio de Defensa Nacional, en lo que 
respecta al llamamiento a calificar servicios al señor Subcomisario (r) JOSE 
ARTURO PAVAS QUIÑONES, estas se desarrollaron en virtud de los principios de 
transparencia y legalidad, como de los lineamientos jurisprudenciales del Consejo 
de Estado órgano máximo y de cierre jurisprudencial de esta jurisdicción, la Corte 
Constitucional y normas vigentes para la consolidación de los respectivos actos 
administrativos que fueron debidamente notificados en su momento al señor 
miembro del nivel ejecutivo en mención. 
 
Aunado a lo anterior, es pertinente indicar que el llamamiento de calificación de 
servicios tuvo como cimientos la facultad Discrecional del Gobierno Nacional y fue 
materializado de conformidad con lo dispuesto en los preceptos legales. 
 
Ahora bien, cabe señalar que el demandante interpreta ERRÓNEAMENTE la 
normatividad del régimen de carrera de la Policía Nacional Ley 857 de 2003 en lo 
que respecta a “el llamamiento de calificación servicios”, toda vez que el 
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demandante observa de manera equivoca el objeto de la figura jurídica en 
mención y no fundamenta el de la misma, la cual tiene como fundamento el 
mejoramiento del servicio. 
 
Teniendo con referencia lo anterior, la Corte Constitucional se ha pronunciado al 
respecto, así: 
 

…..“7: (i) la decisión judicial se sustenta en una norma inaplicable al caso 
concreto; (ii) a pesar del amplio margen interpretativo que la Constitución y 
la ley le reconoce a las autoridades judiciales, la interpretación o aplicación 
que se hace de la norma en el caso concreto desconoce sentencias con 
efectos erga omnes que han definido el alcance de la norma; (iii) la 
interpretación de la norma se hace sin tener en cuenta otras disposiciones 
aplicables al caso y que son necesarias para efectuar una interpretación 
sistemática; (iv) la norma aplicable al caso concreto es desatendida y, por 
ende, inaplicada, o (v) a pesar de que la norma en cuestión está vigente y 
es constitucional, no se adecúa a la situación fáctica a la que se aplicó. 
 

Frente a esta precisión del juez, la Sección Cuarta del Honorable Consejo de 
Estado, Magistrada Ponente CARMEN TERESA ORTIZ RODRÍGUEZ con No 
radicado 2014-01151 de fecha 05 de noviembre de 2014, notificado el 30 de enero 
de 2015, expuso que: 
 

….“No puede el Juez Contencioso Administrativo dentro de un proceso de nulidad y 
restablecimiento del derecho, ni en el de tutela, ordenar por vía judicial al Presidente 
de la república que lleve a cabo determinado ascenso dentro de los altos mandos de 
la jerarquía militar. 
 
El solo transcurso del tiempo no es suficiente para obtener el ascenso, porque dicho 
requisito no es el único que debe acreditar un miembro de la Fuerza Pública para 
ascender en el escalafón jerárquico, requisitos que se encuentran consagrados en el 
artículo 21 del Decreto Ley 1791 de 2000, declarado exequible mediante sentencia C 
445 de 2011, norma que al tenor cita:    

 
(…..) 

…….“DECRETO 1791 DE 2000 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

 
Por el cual se modifican las normas de carrera del Personal de Oficiales, 

Nivel Ejecutivo, Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional 
 
ARTÍCULO 21. REQUISITOS PARA ASCENSO DE OFICIALES, NIVEL 
EJECUTIVO Y SUBOFICIALES. Los oficiales, nivel ejecutivo a partir del 
grado de subintendente y suboficiales de la Policía Nacional, podrán 

                                                 
7 Ver sentencias T-804 de 1999, T-522 de 2001, T- 189 de 2005, T-244 de 2007 y T-972 de 2007. 
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ascender en la jerarquía al grado inmediatamente superior cuando cumplan 
los siguientes requisitos: 
 
1. Tener el tiempo mínimo de servicio establecido para cada grado. 

 
2. Ser llamado a curso. 

 
3. Adelantar y aprobar los cursos de capacitación establecidos por el 

Consejo Superior de Educación Policial. 
 

4. Tener aptitud psicofísica de acuerdo con lo contemplado en las normas 
sobre Incapacidades e Invalideces. 

 
5. Obtener la clasificación exigida para ascenso. 

 
6. Para oficiales, concepto favorable de la Junta Asesora del Ministerio de 

Defensa para la Policía Nacional; para nivel ejecutivo y suboficiales, 
concepto favorable de la Junta de Evaluación y Clasificación. 

 
7. Hasta el grado de Coronel, acreditar un tiempo mínimo de dos (2) años 

en el respectivo grado, en labores operativas, de investigación, 
docencia, desempeño de funciones en la Gestión General del Ministerio 
de Defensa Nacional, de acuerdo con las disposiciones que para tal 
efecto presente a consideración del Ministro de Defensa Nacional el 
Director General de la Policía Nacional. 

 
8. Para el personal que permanezca en el Cuerpo Administrativo, acreditar 

un curso de actualización profesional en su especialidad, con una 
duración no inferior a ciento veinte (120) horas.”…… 

 
El fallo argumenta que no se puede pretender por vía de tutela traspasar los 
lineamientos constitucionales y legales establecidos que reglamentan lo relativo a 
la carrera policial, pues con ello se busca garantizar que quienes ocupen cargos 
del nivel jerárquico dentro de la institución, cumplan con todos y cada uno de los 
requisitos para tal fin.    
 
En este entendido, el motivo fundado de la causal de retiro del señor oficial en 
mención tiene su génesis en la resolución ministerial, expedida   por el Ministerio 
de Defensa en uso de las facultades constitucionales y legales, “Por el cual se 
retira del servicio activo a un Intendente Jefe de la Policía Nacional”, se decreto el 
“llamamiento a calificar servicios” al señor Subcomisario (r) JOSE ARTURO 
PAVAS QUIÑONES, este fue expedido con plena observancia de las formalidades 
legales, ante lo cual cabe destacar que el acto impugnado judicialmente goza de 
PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD, inherente a los actos de esta naturaleza, 
significando esto, que las pretensiones de la demanda no están llamadas a 
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prosperar por falta de sustento jurídico y factico aspecto que no puede negarse 
por parte del demandante y en ese sentido no se encuentra vicio alguno en el acto 
que impida su ejecución y que soslaye la presunción de legalidad que recae sobre 
el mismo. 
 
Ahora bien la parte demandante confunde las formas de retiro del servicio activo 
de la Policía Nacional, establecidas en la Ley 857 de 2003, que establece tres 
causales, y una de ellas es el LLAMAMIENTO A CALIFICAR SERVICIOS, la cual 
de manera sesgada el demandante interpreta como si se tratara del Retiro por 
Voluntad del Gobierno Nacional que es una causal totalmente diferente, toda vez 
que las consecuencias jurídicas que se presentan al momento del retiro de un 
miembro de la Fuerza Pública obedece al llamamiento a calificar servicios y las 
que proceden en virtud del retiro por voluntad del gobierno, especialmente en lo 
relativo al vínculo del oficial o suboficial con la institución, por cuanto de ello 
depende la continuidad en el disfrute del régimen prestacional especial creado 
para beneficiar a este grupo de servidores públicos.  
 
Al respecto en Sentencia, proferida dentro del expediente 2001-03004 de marzo 
20 de 2013, el Honorable CONSEJO DE ESTADO, en SALA DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN B, 
Consejero  Ponente: Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE, Exp.: 
050012331000200103004 01, señaló: 

 
“…En punto del tema del retiro por LLAMAMIENTO A CALIFICAR SERVICIOS, 
estima la Sala que tal medida atiende a un concepto de evolución 
institucional, en este caso de la Policía Nacional, conduciendo 
necesariamente a la adecuación de su misión y la visión, a los desafíos a 
los que se enfrenta una institución cuyo objetivo principal es velar por la 
seguridad ciudadana. En este sentido, estamos en presencia de un valioso 
instrumento que permite un relevo dentro de la línea jerárquica de los 
cuerpos armados, facilitando el ascenso y promoción de su personal, lo 
que responde a la manera corriente de culminar la carrera oficial dentro de 
ellos. 

 
Bajo este supuesto, el retiro por llamamiento a calificar servicios no debe 
entenderse como una medida que desconoce los derechos y prerrogativas 
de los miembros de la Fuerza Pública en tanto el mismo legislador 
extraordinario, a través del artículo 144 del Decreto 1212 de 1990, previó el 
reconocimiento y pago de una asignación de retiro a favor de los oficiales y 
suboficiales objeto de dicha medida en cuantía equivalente al 50% de las 
partidas autorizadas por la referida norma. 
 
Por su parte, cabe señalar que la regla y medida de la discrecionalidad de 
un instrumento como el retiro del servicio por el llamado a calificar los 
servicios en la Policía Nacional es la razonabilidad; en otras palabras, la 
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discrecionalidad es un poder en el derecho y conforme a derecho, que 
implica el ejercicio de los atributos de decisión dentro de límites justos y 
ponderados. El poder jurídico de la competencia para decidir, equivale a la 
satisfacción del interés general y por ende, a partir de la observación de los 
elementos fácticos se mueve la adopción de la decisión que mejor 
convenga a la comunidad. 
 
En este sentido, el artículo 36 del Código Contencioso Administrativo, 
consagra la regla general de la discrecionalidad y señala la 
proporcionalidad entre los hechos que le sirven de causa, que no es otra 
cosa que la acción del hecho causal sobre el efecto jurídico, la medida o 
razón que objetivamente debe existir entre la realidad de hecho y el 
derecho que supone la verdad de los hechos y su conexidad con la 
decisión. 
 
En armonía con las afirmaciones anotadas, la presunción de legalidad que 
ostenta la generalidad de los actos discrecionales, se mantiene intacta ante 
la sede jurisdiccional en tanto la decisión esté precedida de supuestos de 
hecho reales, objetivos y ciertos, haciendo de esta forma operante el 
postulado consagrado en el artículo 36 del Código Contencioso 
Administrativo.” 

 
En el llamamiento a calificar servicios, existe una situación fáctica que justifica en 
alguna forma el retiro: 
 

“…ART. 1º—Retiro. El retiro del personal de oficiales y suboficiales de la 
Policía Nacional, es la situación por la cual este personal, sin perder el grado, 
cesa en la obligación de prestar servicio. 
El retiro de los oficiales se efectuará a través de decreto expedido por el 
Gobierno Nacional. El ejercicio de esta facultad, podrá ser delegada en el 
Ministro de Defensa Nacional hasta el grado de teniente coronel. 
El retiro de los suboficiales se efectuará a través de resolución expedida 
por el Director General de la Policía Nacional. 
El retiro de los oficiales deberá someterse al concepto previo de la junta 
asesora del Ministerio de Defensa Nacional para la Policía Nacional, excepto 
cuando se trate de oficiales generales. La excepción opera igualmente en los 
demás grados, en los eventos de destitución, incapacidad absoluta y 
permanente, gran invalidez, cuando no supere la escala de medición del 
decreto de evaluación del desempeño y en caso de muerte. 
ART. 2º—Causales de retiro. Además de las causales contempladas en el 
Decreto-Ley 1791 de 2000, el retiro para los oficiales y los suboficiales de la 
Policía Nacional, procederá en los siguientes eventos: 
4. Por llamamiento a calificar servicios. 
5. Por voluntad del Gobierno Nacional en el caso de los oficiales, o del Director 
General de la Policía Nacional, en el caso de los suboficiales. 
6. Por incapacidad académica. 
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ART. 3º—RETIRO POR LLAMAMIENTO A CALIFICAR SERVICIOS. EL 
PERSONAL DE OFICIALES Y SUBOFICIALES DE LA POLICÍA NACIONAL, 
PODRÁ SER RETIRADO POR LLAMAMIENTO A CALIFICAR SERVICIOS, 
SÓLO CUANDO CUMPLA LOS REQUISITOS PARA HACERSE ACREEDOR 
A LA ASIGNACIÓN DE RETIRO. (Subrayado y mayúscula a propósito) 
ART. 4º—Retiro por voluntad del gobierno o del Director General de la Policía 
Nacional. Por razones del servicio y en forma discrecional, el Gobierno 
Nacional para el caso de los oficiales o el Director General de la Policía 
Nacional para el caso de los suboficiales, podrán disponer el retiro de los 
mismos con cualquier tiempo de servicio, previa recomendación de la junta 
asesora del Ministerio de Defensa Nacional para la Policía Nacional, cuando se 
trate de oficiales, o de la junta de evaluación y clasificación respectiva, para los 
suboficiales. 
El ejercicio de las facultades a que se refiere el presente artículo podrá ser 
delegado en el Ministro de Defensa Nacional, para el caso de los oficiales 
hasta el grado de teniente coronel y en los directores de la dirección general, 
comandantes de Policía Metropolitana, de departamentos de policía y 
directores de las escuelas de formación para el caso de los suboficiales bajo su 
mando, observando el procedimiento que sobre el particular se señale en 
cuanto a composición y recomendaciones en el evento de tal delegación 
respecto de la junta asesora y de evaluación y clasificación de que trata el 
inciso anterior.” (Subrayado a propósito.) 

 
De igual manera, el artículo 25 en el Decreto 4433 de 2004, establece el 
llamamiento a calificar servicios, que al tenor establece: 
 

…….“Artículo 25. Asignación de retiro para el personal de la Policía Nacional. Los 
Oficiales y el personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional que ingresen al 
escalafón a partir de la fecha de entrada en vigencia del presente decreto y que sean 
retirados del servicio activo después de veinte (20) años, por llamamiento a calificar 
servicios, por disminución de la capacidad psicofísica, o por voluntad del Gobierno, y 
los que se retiren a solicitud propia o sean retirados o separados en forma absoluta 
después de veinticinco (25) años de servicio, tendrán derecho a partir de la fecha en 
que terminen los tres (3) meses de alta, a que por la Caja de Sueldos de Retiro de 
la Policía Nacional se les pague una asignación mensual de retiro……… 

 
Esta causal de retiro es un factor normal de terminación de la situación 
administrativa laboral de un uniformado dentro de la Institución cuando éste 
cumple los requisitos para hacerse acreedor a la asignación de retiro, la cual se 
alcanza después de 20 años de servicio, para el caso que se avoca, se aplicó el 
artículo 25 del Decreto 4433 de 2004, toda vez que al momento del retiro, el 
demandante acreditaba más de diecinueve (19) años de servicio, con lo que se 
hizo acreedor a  la correspondiente asignación de retiro, exigencia que se hace a 
favor del servidor, pues “constituye una limitante a la libre disposición del 
superior”, ya que sólo se aplica cuando se alcanza el tiempo que le asegure al 
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retirado, como mínimo el derecho a un porcentaje equivalente de las partidas 
computables. 
 
En este entendido, es importante resaltar que la sección cuarta del Honorable 
Consejo de Estado en uno de sus últimos postulados jurisprudenciales sentencia 
de tutela de primera instancia  DE FECHA 26 DE FEBRERO DE 2015, cuyo 
Magistrado Ponente HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS con número 
de expediente Nº 11001-03-15-000-2014-02423-00, confirma lo antes 
expuesto, en el entendido que uno de los fundamentos legales que tratan las 
clases de retiro del servicio de los oficiales y suboficiales de la Policía 
Nacional, “llamamiento a calificar servicios”, es la Ley 857 de 2003 expuestos en 
los artículos 1 al 4, como también se argumenta en la providencia los requisitos 
que se den tener en cuenta en las causales del llamamiento. 
 
De igual manera, en citada sentencia indica que no es necesario que la autoridad 
nominadora para el caso que se avoca la Policía Nacional manifieste los criterios y 
razonamientos que tuvo en cuenta para el retiro del servicio y que existen 
circunstancias que no está obligada a explicar en el acto que decide retirar a algún 
oficial o suboficial. Teniendo en cuenta lo anterior, me permito citar lo expuesto en 
la providencia en mención: 
 

(….) 
 
…..“La Ley 857 de 2003 trata el tema del retiro del servicio de los oficiales y 
suboficiales de la Policía Nacional, en la que se define lo que se entiende por 
retiro, las clases de retiro que existen y, la forma de retirar al personal de la 
institución. Las normas señalan: 
 
“ARTÍCULO 1o. RETIRO. El retiro del personal de Oficiales y Suboficiales de la 
Policía Nacional, es la situación por la cual este personal, sin perder el grado, 
cesa en la obligación de prestar servicio. 
  
El retiro de los Oficiales se efectuará a través de decreto expedido por el Gobierno 
Nacional. El ejercicio de esta facultad, podrá ser delegada en el Ministro de 
Defensa Nacional hasta el grado de Teniente Coronel. 
  
El retiro de los Suboficiales se efectuará a través de resolución expedida por el 
Director General de la Policía Nacional. 
  
El retiro de los Oficiales deberá someterse al concepto previo de la junta Asesora 
del Ministerio de Defensa Nacional para la Policía Nacional, excepto cuando se 
trate de Oficiales Generales. La excepción opera igualmente en los demás grados, 
en los eventos de destitución, incapacidad absoluta y permanente, gran invalidez, 
cuando no supere la escala de medición del decreto de evaluación del desempeño 
y en caso de muerte. 
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ARTÍCULO 2o. CAUSALES DE RETIRO. Además de las causales contempladas 
en el Decreto-ley 1791 de 2000, el retiro para los Oficiales y los Suboficiales de la 
Policía Nacional, procederá en los siguientes eventos: 
  
4. Por llamamiento a calificar servicios. 
  
5. Por voluntad del Gobierno Nacional en el caso de los Oficiales, o del Director 
General de la Policía Nacional, en el caso de los Suboficiales. 
  
6. Por incapacidad académica. 
  
ARTÍCULO 3o. RETIRO POR LLAMAMIENTO A CALIFICAR SERVICIOS. El 
personal de Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional, podrá ser retirado por 
llamamiento a calificar servicios, sólo cuando cumpla los requisitos para hacerse 
acreedor a la asignación de retiro. 
 
ARTÍCULO 4o. RETIRO POR VOLUNTAD DEL GOBIERNO O DEL DIRECTOR 
GENERAL DE LA POLICÍA NACIONAL. Por razones del servicio y en forma 
discrecional, el Gobierno Nacional para el caso de los Oficiales o el Director 
General de la Policía Nacional para el caso de los Suboficiales, podrán disponer el 
retiro de los mismos con cualquier tiempo de servicio, previa recomendación de la 
Junta Asesora del Ministerio de Defensa Nacional para la Policía Nacional, 
cuando se trate de Oficiales, o de la Junta de Evaluación y Clasificación 
respectiva, para los Suboficiales”. 
 
En ese contexto normativo, la causal de retiro del servicio por llamamiento a 
calificar servicios requiere de los siguientes requisitos: 
 

 Concepto previo de la Junta Asesora del Ministerio de Defensa Nacional 
para la Policía Nacional. 
 Cumplimiento de los requisitos para asignación de retiro. 

  
 

Análisis de las sentencias  
 
La Corporación, en las sentencias citadas como desconocidas, señaló: 
 
Que el llamamiento a calificar servicios atiende a un concepto de evolución 
institucional, que permite un relevo dentro la línea jerárquica de los cuerpos 
armados y responde a una manera normal de culminar la carrera. Indicó 
además, que la hoja de vida y el buen desempeño de los policiales no dan 
fuero de estabilidad ni impiden o limitan la facultad discrecional y, que el 
llamamiento a calificar servicios, no es una medida que desconozca o limite 
derechos, pues el retirado por esa causa, sale con asignación de retiro8. 

                                                 
8 Sentencia de la Sección Segunda, Subsección B (2013, marzo 20) radicación número 

http://www.secretariasenado.gov.co/leyes/D1791000.HTM#1
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Que en el ejercicio de la potestad discrecional no es necesario que la 
autoridad nominadora manifieste los criterios y razonamientos que tuvo en 
cuenta para el retiro del servicio9 y, que existen circunstancias que no está 
obligada a explicar en el acto que decide retirar a algún oficial o suboficial, 
por lo tanto, quien pretenda desvirtuar la legalidad del acto administrativo de 
retiro, debe demostrar la existencia de móviles distintos al buen servicio 
público10. 
 
Así las cosas, es claro que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección 
Segunda, Subsección E, Sala de Descongestión, en la sentencia del 26 de agosto 
de 2014 cuestionada, realizó el estudio del caso sin tener en cuenta la línea 
jurisprudencial del Consejo de Estado en el tema de retiro del servicio por 
llamamiento a calificar servicios, sin justificar los motivos para apartarse de ella. 
En el fallo, el tribunal argumentó razones para anular los actos administrativos 
acusados, tales como el obligado estudio de la hoja de vida del actor y las 
evaluaciones del desempeño, para concluir que existió violación al debido 
proceso. 
 
Esa exigencia que echó de menos la sentencia cuestionada, no se encuentra ni 
en la ley, ni en la jurisprudencia del Consejo de Estado, por lo tanto, al no ser 
parte del procedimiento para retirar a un miembro de la Policía Nacional por la 
causal de retiro de llamamiento a calificar servicios, no puede dar lugar a la 
nulidad de los actos administrativos demandados por violación al debido proceso. 
En ese sentido, existió defecto sustantivo, en cuanto la sentencia le dio a la 
normatividad aplicable al caso, un alcance que no tiene y además, se configuró el 
defecto de desconocimiento del precedente del Consejo de Estado…. (Subrayado 
a propósito fuera del texto original) 

 
Se resalta que el demandante fue retirado de la Institución por “llamamiento a 
Calificar servicios” lo que indica que es acreedor y goza de una asignación de 
retiro, que cumplió durante más de 20 años con sus funciones como Policial y que 
la Institución le reconoció sus derechos prestacionales. 
 
LO ANTERIOR NO INDICA UNA SANCIÓN, por el contrario, es un proceso legal 
de renovación y movilidad en la escala piramidal tal como sucede en todas las 
entidades públicas cuando un funcionario alcanza los requisitos para acceder a 
una pensión de jubilación. Razón por la cual no se ha sancionado ni truncado una 

                                                                                                                                                     

050012331000200103004, demandante: Víctor Hugo Pinzón Rojas. 
 
9 Consejo de Estado, Sección Segunda (2009, mayo 21) radicación 8380-05;  Consejo de Estado, Sección 
Segunda, Subsección B (2004, abril 1), radicación 68001-23-1500019971267301 (5985-02); Consejo de 
Estado, Sala Plena (2004, junio 15), radicación S-567. 
10 Consejo de Estado, Sección Segunda (2005, marzo 10) radicación 2500023250000143501 (6207-03). 
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carrera, por el contrario, el demandante ascendió hasta el grado de Intendente 
Jefe y ahora goza de su asignación de buen retiro 
 
En relación con el tema que hoy nos atañe la Corte Constitucional en fallo de 
Tutela señala lo siguiente: 
 

“4.7 De conformidad con lo anterior, se tiene que el retiro del servicio activo de 
la Policía Nacional por llamamiento a calificar servicios es una modalidad de 
desvinculación adoptada mediante decreto expedido por el Gobierno Nacional, 
que implica que el uniformado cesa en su obligación de prestar sus servicios a 
esa institución. Así mimo, que esta modalidad de desvinculación de la Policía 
sólo procede cuando de manera simultánea se satisfacen dos requisitos, a 
saber: (1) el agente ha cumplido más de 15 años de servicio o 20 si se trata del 
personal del nivel ejecutivo, situación que en concordancia con el artículo 3 de 
la Ley 857 de 2003, lo hace beneficiario de una asignación de retiro; y (2) la 
Junta Asesora del Ministerio de Defensa Nacional para la Policía Nacional ha 
dado su concepto previo favorable para el efecto. 

 
4.8 Ahora bien, mediante la sentencia C-072 de 1996, esta Corporación analizó 
la exequibilidad de la disposición según la cual el llamamiento a calificar 
servicios procede en virtud del cumplimiento del término de servicios a la 
institución previsto en la ley. Al respecto, luego de advertir que “la disposición 
acusada no obliga al Ejecutivo ni a la Policía Nacional a efectuar el llamamiento 
a calificar servicios cuando el oficial o suboficial haya cumplido los quince años 
en la Institución.”, esta Corte precisó: 

 
“El llamamiento a calificar servicios (…) es un valioso instrumento institucional 
de relevo dentro de la línea jerárquica en cuya virtud se pone término al 
desempeño de unos para permitir el ascenso y la promoción de otros, lo cual, 
en cuanto constituye ejercicio de una facultad inherente a la normal renovación 
del personal de los cuerpos armados y a la manera corriente de culminar la 
carrera oficial dentro de ellos, no puede equipararse con formas de retiro cuyos 
efectos son puramente laborales y sancionatorios, como la destitución. Tal 
atribución hace parte de las inherentes al ejercicio del poder jerárquico de 
mando y conducción de la fuerza pública, cuyas autoridades deben disponer de 
poderes suficientes para sustituir, en la medida de las necesidades y 
conveniencias, con agilidad y efectividad, al personal superior y medio de las 
jerarquías militares y de policía, con base en apreciaciones y evaluaciones de 
naturaleza institucional y según el cometido que les es propio. 
 
Para la Corte es claro que lo consagrado en el artículo no es una norma en 
contra del oficial o suboficial en su condición de trabajador sino una limitante a 
la libre disposición superior, en favor del subalterno, a quien se otorga la 
certidumbre de que el Gobierno o la Policía no pueden hacer uso de la facultad 
de llamar a calificar los servicios de sus oficiales y suboficiales sino después de 
transcurridos quince años de servicios.” (Negrilla fuera del texto original). 
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En este orden, la citada sentencia fue enfática en afirmar que debido a las 
características del retiro por llamamiento a calificar servicios contempladas en la 
ley, esta modalidad de retiro no puede ser entendida como una sanción 
encubierta para soslayar el derecho fundamental al debido proceso. 

 
En efecto, en esa oportunidad, esta Corporación señaló: 
 

……“Tal entendimiento de la norma, que es el aducido por el impugnador, 
implicaría en efecto una abierta violación de la Carta Política, en especial de 
sus artículos 25 y 53, si se aceptara que el llamamiento a calificar servicios 
es apenas una forma de desvinculación laboral, pues, sobre esa base, el 
obligado retiro del empleo, sin razón justificativa distinta al tiempo de 
servicios y sin el beneficio de la pensión, significaría un franco 
desconocimiento de la protección especial al trabajo y de la estabilidad 
en el mismo. También podría resultar violado el artículo 29 de la 
Constitución, si el llamamiento a calificar servicios se tomara como una 
sanción, por carencia de unas razones previamente definidas en la ley y 
por ausencia absoluta del debido proceso y en particular del derecho de 
defensa, sin que por otra parte medien en la norma las mismas circunstancias 
admitidas por la Corte en la Sentencia C-525 del 16 de noviembre de 1995 
(M.P.: Dr. Vladimiro Naranjo Mesa), en lo relativo a la necesidad de garantizar 
el servicio idóneo.” (Negrilla fuera del texto original).  

 
4.9 En síntesis, el retiro del servicio activo de la Policía Nacional por 
llamamiento a calificar servicios es una modalidad de desvinculación adoptada 
mediante decreto expedido por el Gobierno Nacional, que implica el cese de la 
obligación de prestar servicios a la institución. Esa modalidad de 
desvinculación sólo procede cuando (1) el agente ha cumplido más de 15 años 
de servicio o 20 si se trata del personal del nivel ejecutivo; y (2) la Junta 
Asesora del Ministerio de Defensa Nacional para la Policía Nacional ha dado su 
concepto previo favorable. Así, de conformidad con la jurisprudencia 
constitucional, el llamamiento a calificar servicios constituye una facultad 
legítima del Gobierno Nacional para permitir la renovación del personal 
uniformado de la Policía Nacional, razón por la cual no puede ser ejercida con 
otra finalidad, por ejemplo, como una sanción encubierta para soslayar el 
derecho fundamental al debido proceso, en particular el derecho de defensa 

 
De conformidad con lo establecido en el Artículo 3º del Decreto 1791 de 2000, 
para que proceda el retiro de un oficial, miembro del nivel ejecutivo, suboficial y/o 
agente de la Policía Nacional por la causal denominada “Llamamiento a Calificar 
Servicios”, es necesario que cumpla con los requisitos para hacerse acreedor a la 
ASIGNACIÓN MENSUAL DE RETIRO, establecido en el numeral 3.1. del Artículo 
3º de la Ley 923 de 2004, en armonía con el Artículo 24 del Decreto 4433 de 2004, 
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a través del cual el Gobierno Nacional fijó el régimen pensional y de asignación de 
retiro de los miembros de la fuerza pública, el cual estipula:  
 

“Artículo 24. Asignación de retiro para el personal de Oficiales, Suboficiales y 
Agentes de la Policía Nacional en actividad. Los Oficiales, Suboficiales y 
Agentes de la Policía Nacional en servicio activo que a la fecha de entrada en 
vigencia del presente decreto, sean retirados después de dieciocho (18) años 
de servicio, por llamamiento a calificar servicios, por disminución de la 
capacidad psicofísica, o por voluntad del Gobierno o de la Dirección General 
de la Policía Nacional según corresponda, y los que se retiren o sean retirados 
o sean separados en forma absoluta con más de veinte (20) años de servicio, 
tendrán derecho a partir de la fecha en que terminen los tres (3) meses de alta, 
a que por la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, se les pague una 
asignación mensual de retiro, así:…. 

 
EL FORMULARIO DE SEGUIMIENTO (HOJA DE VIDA) Y EL BUEN 
DESEMPEÑO DEL UNIFORMADO DEL SEÑOR Intendente (r) HERNEY 
FERNANDO DIAZ ZAMBRANO, NO DAN FUERO DE ESTABILIDAD NI 
IMPIDEN O LIMITAN EL LLAMAMIENTO A CALIFICAR DE SERVICIOS. 

 
Así mismo se ratifica que el demandante durante sus más de venta tres años de 
servicios, hasta su desvinculación como miembro activo de la Policía Nacional en 
su extracto de hoja de vida se relaciona condecoraciones, felicitaciones y aunque 
en su formulario de seguimiento y hoja de vida se evidencie reconocimientos por 
su trabajo, el rendimiento o el nivel de gestión de un miembro del nivel ejecutivo 
de la Policía Nacional no constituye un calificativo de excepcional, pues  en su 
reglamentación establecida mediante Decreto Presidencial 1800 de 14 de 
septiembre de 2000, se estableció que la calificación excepcional comprende 
desde 1201 puntos en adelante, hecho que no ha demostrado ni demostrará el 
actor. Al respecto señala el citado Decreto: 

 
“…CAPITULO VIII 

 
ESCALA DE MEDICION  
  
ARTICULO 42. DEFINICION. La escala de medición es el instrumento a 
través del cual se ubica al evaluado dentro del rango de clasificación, 
con base en el valor numérico asignado a su desempeño por el período 
de evaluación respectivo. Se realiza a través de los siguientes criterios:  
  
(…) 
  
5. SUPERIOR: Es el evaluado que en su desempeño personal y 
profesional, además de obtener los resultados esperados dentro de los 
procesos asignados, realiza actividades o hechos sobresalientes. Su 
calificación se ubica entre mil uno (1.001) y mil doscientos (1.200) 
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puntos y su rendimiento oscila entre ochenta y cuatro por ciento (84%) y 
cien por ciento (100%). El personal que sea clasificado en este rango, 
amerita ser tenido en cuenta para participar en los planes de estímulos 
que determine la Dirección General de la Policía Nacional.  
  
6. EXCEPCIONAL: Es el evaluado que en su desempeño personal y 
profesional, además de obtener los resultados esperados dentro de los 
procesos asignados, realiza actividades o hechos que tienen 
trascendencia institucional. Su calificación está ubicada entre mil 
doscientos uno (1.201) y mil cuatrocientos (1.400) puntos y su 
rendimiento es del cien por ciento (100%) en adelante. El personal que 
sea clasificado en este rango, amerita ser tenido en cuenta para 
participar en los planes de estímulos que determine la Dirección General 
de la Policía Nacional.  (Subrayado a propósito.) 

 
El poseer una hoja de vida intachable y libre de sanciones disciplinarias no implica 
un fuero especial para la permanencia en la institución o para el ascenso dentro 
de la misma, pues como quedó anotado, LA DECISIÓN DE LLAMAMIENTO A 
CALIFICAR SERVICIOS NO CONSTITUYE UNA SANCIÓN SINO UNO FORMA 
DE DINAMIZAR LA PIRÁMIDE INSTITUCIONAL. Respecto a la facultad 
discrecional ha dicho la jurisprudencia: 
 

…la entidad demandada no está en la obligación de llamar a curso de 
ascenso a todos los aspirantes a un grado superior ya que el llamado 
depende de la existencia de vacantes y de las necesidades o 
conveniencias institucionales, es más, ni siquiera el hecho de ser 
llamado al curso de ascenso y su posterior aprobación implican que el 
beneficiario deba ser ascendido porque el ascenso es discrecional del 
Gobierno nacional (Consejo de Estrado, sección segunda , C.P Jesús 
María Lemos Bustamante, sentencia 03-04-2008, radicado 
25000232500020000304501 

 
Igualmente, cabe señalar que el llamamiento a calificar servicio no requiere 
motivación, así lo explica la jurisprudencia:  
 

“Durante el ejercicio de la potestad discrecional no es necesario  que la 
Autoridad administrativa, y en este caso la Policía Nacional,  manifieste los 
criterios y razonamientos que tuvo en cuenta  para el retiro del servicio,  sin que 
ello pueda ser considerado como arbitrario o abusivo,  del mismo modo no existe 
la obligación de notificar el retiro de la administración, de  citar a terceros 
interesados, practicar pruebas  y en general de garantizar los derechos de 
audiencia  y defensa  tal como lo prevé el título II del Código Contencioso 
Administrativo, como lo pretende interpretar el demandante, pues justamente, el 
artículo 1 ibídem prevé que los procedimientos administrativos regulados por  
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leyes especiales se regirán por éstas, siendo incompatibles  con la 
discrecionalidad para el retiro del servicio. 11(Subrayado a propósito.) 

 
Como se indicó en las líneas precedentes, el presente caso obedece a la 
aplicación de una medida administrativa ajustada a la necesidad de la institución 
de relevar al personal y permitir así  la vinculación de nuevas generaciones, tal y 
como lo ha dictaminado el Honorable  CONSEJO DE ESTADO, en sentencia del 5 
de noviembre de  2009, rad. 2002-04711-02 MP. GERARDO ARENAS 
MONSALVE, en la cual señala:  
 

“ …en punto del tema del llamamiento a calificar servicio, estima la sala que tal 
medida atiende  a un concepto de evolución institucional, en este caso de la 
Policía Nacional,  conduciendo necesariamente a la  adecuación de su misión  y 
la visión  a los desafíos a los que se enfrenta una institución cuyo objetivo 
principal es  velar por la seguridad ciudadana. En este sentido estamos en 
presencia de un valioso instrumento que permite un relevo dentro de la línea 
jerárquica  de los cuerpos armados, facilitando el ascenso y la promoción de su 
personal lo que responde a la manera corriente  de culminar la manera oficial 
dentro de ellos. 

  
Si bien es cierto, el llamamiento a calificar servicios en términos prácticos 
conduce al cese  de un agente en servicio activo, ello no comporta una sanción  
ni despido ni exclusión infame  o denigrante,  por el contrario las normas que 
prevén tal instrumento consagran a favor del personal retirado, entre otras 
medidas, el reconocimiento y pago  de una asignación mensual de retiro, con el 
fin de que pueda satisfacer sus necesidades familiares y personales”. 
(Subrayado a propósito.) 

 
La circunstancia de haber sido un oficial con buena hoja de vida no es prueba 
idónea para acreditar los cargos formulados, por cuanto el retiro del servicio 
obedeció la aplicación de una medida administrativa razonable sin que implicara la 
imposición alguna de sanción administrativa o disciplinaria, puesto que como se 
advirtió correspondió a una forma normal de terminación del servicio. 
 
Según el Decreto 573 de 1995 la autoridad nominadora podía retirar del servicio al 
demandante usando la apreciación subjetiva de oportunidad y conveniencia para 
el servicio público policial, por lo tanto corresponde al actor la carga procesal 
probatoria de desvirtuar la presunción de legalidad del acto acusado y demostrar 
que fue proferido por motivos o con fines contrarios a los expuestos en el mismo. 
 
De acuerdo con los artículos 218 y 222, en armonía con los artículos 25, 53 y 125 
de la Constitución Política, se permite a la Ley regular la carrera policial y los 
sistemas de ingreso y retiro del servicio, de tal forma que resultan constitucionales 
las disposiciones invocadas en la demanda como quebrantadas por el acto. 
 
                                                 
11 CONSEJO DE ESTADO  21 de mayo de 2009CP. Dra. Bertha Lucía Ramírez, Radicado 8380-05 
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SISTESIS DE LA MEDIDA DEL LLAMAMIENTO A CALIFICAR SERVICIOS 
 

El llamamiento a calificar servicios obedece a una medida natural de renovación 
del mando, esencial en una estructura piramidal y jerarquizada como lo es la 
Policía Nacional, El retiro por llamamiento a calificar servicios no exige motivación 
porque los requisitos están dados por la ley (Decreto Ley 1791 de 2000, art. 57), el 
ascenso automático de todos los oficiales superiores es un inviable desde el punto 
de vista presupuestal pero también estructural y funcional. 
 

(CONSEJO DE ESTADO SECCION SEGUNDA, SUBSECCIÓN “B” 
MAGISTRADO PONENTE: Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE Bogotá 
D.C.,20-03-13. Exp. 050012331000200103004 01 Referencia: 0357-2012 
Actor: VÍCTOR HUGO PINZÓN ROJAS. En punto del tema del retiro por 
llamamiento a calificar servicios, estima la Sala que tal medida atiende a 
un concepto de evolución institucional, en este caso de la Policía Nacional, 
conduciendo necesariamente a la adecuación de su misión y la visión, a 
los desafíos a los que se enfrenta una institución cuyo objetivo principal es 
velar por la seguridad ciudadana. En este sentido, estamos en presencia 
de un valioso instrumento que permite un relevo dentro de la línea 
jerárquica de los cuerpos armados, facilitando el ascenso y promoción de 
su personal, lo que responde a la manera corriente de culminar la carrera 
oficial dentro de ellos. 
Bajo este supuesto, el retiro por llamamiento a calificar servicios no debe 
entenderse como una medida que desconoce los derechos y prerrogativas 
de los miembros de la Fuerza Pública en tanto el mismo legislador 
extraordinario, a través del artículo 144 del Decreto 1212 de 1990, previó el 
reconocimiento y pago de una asignación de retiro a favor de los oficiales y 
suboficiales objeto de dicha medida”…  

 
RETIRO DEL SERVICIO POR LLAMAMIENTO A CALIFICAR SERVICIOS 
– Facultad discrecional / BUEN DESEMPEÑO DEL CARGO – Efecto 
Ha sido reiterada la jurisprudencia de la Sección al señalar en casos 
similares que, todo acto discrecional de retiro del servicio supone el 
mejoramiento del mismo y en este orden, corresponde al juez evaluar los 
elementos de juicio existentes en el expediente que permitan desvirtuar tal 
presunción, obteniendo importancia los antecedentes en la prestación de la 
labor, inmediatos a la decisión, vale decir, las anotaciones recientes en la 
hoja de vida del servidor, conforme a la cual es dable inferir su moralidad, 
eficiencia y disciplina, parámetros para justificar las medidas relacionadas 
con el mantenimiento o remoción del personal. En el caso concreto, 
revisada la hoja de vida del actor, se observa que, no obstante describir su 
rendimiento laboral con proximidad al retiro el último período evaluado, 
correspondiente a los años 1999 y 2000, visible a folio 399 del cuaderno 
No.2 del expediente, en el que se registra en términos generales un buen 
desempeño en sus fusiones debe decirse, de una parte, que dicha 
calificación no otorga per se, inamovilidad en el cargo público, y de otra, 
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que no se observan anotaciones sobre la realización de actos de 
excepcional mérito y reconocimiento, que por su inmediatez con la decisión 
de retiro del servicio, eventualmente permitieran inferir a la Sala que la 
administración obró con desviación del poder en la expedición del acto con 
detrimento del mejoramiento del servicio.1 Consejero ponente: GERARDO 
ARENAS MONSALVE, Bogotá D.C., cinco (5) de noviembre de dos mil 
nueve (2009)Radicación número: 25000-23-25-000-2002-04711-02(2474-
07). 

 

Entendido el llamamiento a calificar servicios como un elemento natural dentro de 
la renovación y dinamización del mando institucional, el Consejo de Estado en 
reciente jurisprudencia ha establecido: 
 

En punto del tema del retiro por llamamiento a calificar servicios, estima la Sala 
que tal medida atiende a un concepto de evolución institucional, en este caso de la 
Policía Nacional, conduciendo necesariamente a la adecuación de su misión y la 
visión, a los desafíos a los que se enfrenta una institución cuyo objetivo principal 
es velar por la seguridad ciudadana. En este sentido, estamos en presencia de un 
valioso instrumento que permite un relevo dentro de la línea jerárquica de los 
cuerpos armados, facilitando el ascenso y promoción de su personal, lo que 
responde a la manera corriente de culminar la carrera oficial dentro de ellos. 
 

Por su parte, cabe señalar que la regla y medida de la discrecionalidad de un 
instrumento como el retiro del servicio por llamamiento a calificar servicios es la 
razonabilidad; en otras palabras la discrecionalidad es un poder en el derecho y 
conforme a derecho, que implica el ejercicio de los atributos de decisión dentro de 
límites justos y ponderados. El poder jurídico de la competencia para decidir, 
equivale a la satisfacción del interés general y por ende, a partir de la observación 
de los elementos fácticos se mueve la adopción de la decisión que mejor 
convenga a la comunidad.  
 

CON RELACION A LA FALSA MOTIVACION  
 
De igual manera, por regla general se ha sostenido que el ordenamiento jurídico 
no impone la obligación de motivar el acto administrativo que dispone el retiro 
por llamamiento a calificar servicios de los oficiales y suboficiales de la Policía 
Nacional, ya que se presume expedido con la finalidad modificar la planta de 
personal de la Institución en aras de efectivizar sus funciones. Sobre el particular 
afirmó: 
 

“…El retiro por llamamiento a calificar servicios se produce en ejercicio de una 
facultad discrecional, la cual por su naturaleza no requiere motivación, se 
presume ejercida en aras del buen servicio y quien afirme que en su 
expedición concurrieron razones diferentes, tiene a su cargo la obligación de 
aducir e incorporar la prueba que así lo demuestre.  
 
(…) 
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Insiste la Sala, es incuestionable que el Gobierno Nacional está autorizado por 
la Ley para retirar (por llamamiento a calificar servicios) a los oficiales, 
después de haber cumplido quince (15) o más años de servicio, facultad que, 
como ya se hizo precisión, se presume ejercida en beneficio del buen servicio 
público”12.  

 
En ese contexto, la Corte precisó que la motivación del llamamiento a calificar 
servicios está contenida en la Ley que establece las condiciones para que el 
mismo se produzca, por lo que no es necesaria una motivación adicional del 
acto. Expresó que, sin embargo, ello no puede conducir a que esa figura se 
utilice como una herramienta de discriminación o persecución, hipótesis que 
configuraría una desviación de poder que afectaría la validez del acto 
administrativo de retiro el cual sería, entonces, susceptible de controversia 
ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo13 

 
Como se indicó, este llamamiento corresponde a la necesidad de la institución de 
relevar al personal y permitir así la vinculación de nuevas generaciones.  
 
Si bien el demandante hace alusión a una falsa motivación del acto administrativo 
mediante el cual se llama a calificar servicios, teniendo como argumento la 
padecimiento de unas lesiones sufridas durante la realización del Curso de 
Operaciones Rurales, es pertinente indicar que no se allega prueba de que el 
actor informara sobre la lesión acaecida,  para así realizar los trámites 
administrativos necesarios para calificar su lesión y posteriormente realizar junta 
medico laboral para evidenciar si era acreedor algún tipo de indemnización o en 
caso de tener un merma de capacidad superior al 50% realizar el acto 
administrativo mediante el cual se le concediera una pensión de invalidez.  
 
FRENTE A LA DESVIACION DEL PODER  
 
Con relación a las afirmaciones hechas por el actor es pertinente expresar  que la  
desviación del poder es la “Infracción del ordenamiento jurídico” 14 . En tal sentido 
no puede tener vocación de prosperidad esta causal de nulidad, pues del material 
probatorio obrante y de la argumentación no se acreditó que los motivos para 
expedir el acto de retiro no fueron los señalados por la ley, que para el caso que 
nos ocupa se cumplió con el requisito del tiempo exigido por la norma para el 
personal que hace parte del Nivel Ejecutivo. 
 
En relación con el vicio de DESVIACIÓN DE PODER de los actos administrativos, 
la jurisprudencia del Consejo de Estado, ha sostenido lo siguiente: 
 

                                                 

12 Sección segunda, subsección “A”, sentencia de 30 de octubre de 2014, M.P. Alfonso Vargas 
Rincón, expediente 11001-03-15-000-2013-01936-01, actor: Carlos Mauricio Portilla Sánchez. 
13 Bogotá D.C., siete (7) de abril de dos mil dieciséis (2016) N° de Radicación: 11001-03-15-000-2016-00387-00Actor: 
Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional Secretaría General Demandado: Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca-Sección Primera-Subsección C en Descongestión- y Juzgado Once Administrativo de Descongestión de 
Bogotá. 
14 Cfr. Garrido Falla. Tratado de derecho Administrativo, I, cit. P.609. 



    
    
   MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
   POLICÍA NACIONAL 
   SECREATRIA GENERAL 
                         UNIDAD DE DEFENSA JUDICIAL CAUCA 
 

 

 
 
1DS – OF – 0001                                                               Página 35 de 41                                             Aprobación: 
07/04/2014 
VER: 2  
 

 

 

“El actor pretende demostrar esta censura con suposiciones y pareceres 
personales, sin allegar prueba fehaciente que demuestre el fin torcido de 
la administración, cuestión que no es posible tratándose de la censura 
por desvío de poder, como quiera que la carga de la prueba le incumbe al 
demandante que alega el fin contrario al buen servicio y en este aspecto, 
la prueba ha de ser contundente, con el fin de desvirtuar la presunción de 
legalidad que ampara a los actos de la administración.”.15 (Destacado 
por la Sala). 

 

Este Despacho, en sentencia de 18 de agosto de 2005, sobre el particular, precisó: 
 

“(…) Demostrar los factores ilícitos que dieron lugar a un retiro del 
servicio en desarrollo de facultades discrecionales, demanda una 
actividad probatoria del impugnante orientada a demostrar, especialmente 
a través del indicio, los aspectos subjetivos inválidos que obraron en la 
producción del acto administrativo ilegal. La ausencia de tal actividad 
probatoria da lugar, como ocurre en el presente caso, a que se desestime 
el cargo planteado.”.16 

 

De acuerdo con los pronunciamientos anteriores y el criterio jurisprudencial 
contenido en ellos, no basta la sola afirmación de que el retiro se produjo como 
consecuencia de motivos ajenos al espíritu de la norma, pues resulta 
indispensable que el actor cumpla con la carga procesal de acreditar con los 
medios probatorios conducentes y fehacientes, el vicio endilgado al acto 
impugnado.  
 
FRENTE AL DERECHO AL TRABAJO  
 
No se evidencia una vulneración del derecho al trabajo, pues es preciso 
manifestar que el señor JOSE ARTURO PAVAS QUIÑONES, es beneficiario de 
una asignación mensual de retiro por parte de la Caja de Sueldos de Retiro de la 
Policía Nacional por un valor SUPERIOR A LOS 3 MILLONES DE PESOS 
MENSUALES, que realiza las veces de una asignación mensual, pues como ya se 
indicó en renglones anteriores el hecho de que se llamara a calificar a servicios, si 
bien es una  causal de retiro, por mandato de ley la entidad debe verificar que se 
cumplan unos requisitos para que sea procedente esta causal  y para el caso 
señor JOSE ARTURO PAVAS QUIÑONES como miembro del Nivel Ejecutivo solo 
se requería que cumpliera el tiempo para ser beneficiario de una asignación de 
retiro. Así las cosas no es claro el demandante al señalar la supuesta vulneración 
de este derecho por parte de la entidad que represento, quedando sin 
argumentación solida esta afirmación. 
 

VIII. EXCEPCIONES 
 

                                                 
15 Consejo de Estado, sentencia de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo de 9 de marzo de 2000, 
Consejera Ponente: Ana Margarita Olaya Forero, Radicado 815-99, Actor: Wilson Ortiz Díaz.  

16 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, 
sentencia de 18 de agosto de 2005, Consejero Ponente Dr. Jesús María Lemos Bustamante, Expediente No. 
70001-23-31-000-1999-01376-01(2096-04), Autoridades Departamentales, Actora: Mariana de Jesús Moreno 
Díaz. 
 



    
    
   MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
   POLICÍA NACIONAL 
   SECREATRIA GENERAL 
                         UNIDAD DE DEFENSA JUDICIAL CAUCA 
 

 

 
 
1DS – OF – 0001                                                               Página 36 de 41                                             Aprobación: 
07/04/2014 
VER: 2  
 

 

 

PRESUNCION DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS ACUSADOS 
 
Vistos los argumentos precedentes, tenemos que dicho acto administrativo 
impugnado, fue expedido por autoridad y funcionario competente para ello, con el 
lleno de los requisitos formales y de fondo y con fundamento en la Constitución, la 
Ley y la Jurisprudencia. Esta presunción invierte la carga de la  prueba y deja en 
cabeza del demandante la obligación de desvirtuarla. 
 
INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN: 
 

No existe obligación por parte de la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA - 
POLICÍA NACIONAL de reconocer y pagar al actor, los emolumentos 
prestacionales que reclama, en razón a que el régimen aplicable y mediante el 
cual se le reconoció, liquidó y se le continúa pagando la asignación de retiro, 
corresponde a lo establecido en el artículo 24 del Decreto 4433 del 31 de 
diciembre de 2004 “por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación 
de retiro de los miembros de la Fuerza Pública”, y el contenido en el Artículo 3º. 
Del Decreto 1858 de 2012 “Por medio del cual se fija el régimen pensional y de 
asignación de retiro del personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional”, ya que 
de concederse lo pretendido se estaría configurando un cobro de lo no debido y a 
su vez, un enriquecimiento sin causa. 
 
COBRO DE LO NO DEBIDO: 
 

Que se declare a mi defendida, NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA 
NACIONAL, exonerada de la obligación de reconocer y pagar lo solicitado en las 
pretensiones de la demanda por las razones expuestas anteriormente, dado que 
no es procedente conceder lo pretendido a la actora, ya que de hacerse, se 
estaría frente a un cobro de un derecho inexistente, lo cual podría configurar un 
enriquecimiento sin causa. 
 
ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA: 
 

El ingreso de las sumas de dinero al patrimonio de la actora sin que le asista 
derecho, generaría en su favor un aumento en el mismo, careciendo de 
disposición legal que lo autorice para ello, a costa de la entidad demandada a la 
cual se le causaría un detrimento patrimonial, de lo explicado se advierten los 
elementos esenciales que configuran el enriquecimiento sin causa, los cuales 
hacen referencia a (i) un aumento patrimonial a favor de una persona; (ii) una 
disminución patrimonial en contra de otra persona, la cual es inversamente 
proporcional al incremento patrimonial del primero; y (iii) la ausencia de una causa 
que justifique las dos primeras situaciones. 
 
EXCEPCION GENERICA: 
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Finalmente propongo, en nombre de mi representada, la excepción genérica 
aplicable al caso sub judice, como quiera que dicho precepto legal faculta al 
fallador para que de manera oficiosa declare cualquier otro hecho que se 
encuentre debidamente demostrado, y que constituya una excepción que 
favorezca a la Entidad demandada, y que no haya sido alegado expresamente en 
la contestación de la demanda. 
 
En razón a lo expuesto, no es viable acceder a las pretensiones de la demanda, 
teniendo en cuenta, que los haberes salariales y prestacionales del actor, le fueron 
reconocidos, liquidados y pagados conforme a las normas que le cobijaban en su 
momento para factores de salario para liquidación de cesantía y pensiones, esto 
es, Decreto 4433 de 2004, artículo 24, razones por las cuales, solicito al señor 
Juez de la República, despachar favorablemente las excepciones y denegar las 
pretensiones de la demanda. 
 
 
LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO DE RETIRO A LA LUZ DE LA 
JURSIPRUDENCIA 

 
Cumplimiento de la sentencia de unificación SU-091 de 2016 de la Corte 
Constitucional y del estatuto de carrera de la Policía Nacional. 

 
La nulidad del acto administrativo que retira a un miembro del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional bajo la causal de llamamiento a calificar servicios no procede en 
el presente asunto teniendo en cuenta que el Director General de la Institución 
Policial aplicó de forma literal artículo 55 de la Decreto-Ley 1791 del 2000 y los 
requisitos jurisprudenciales establecidos en la sentencia que unificó los criterios de  
discrecionalidad en las desviaciones que se adoptan en las direcciones y 
comandancias de la fuerza pública  al momento de prescindir del servicios de sus 
uniformados.  
 

PRECEDENTE JUDICIAL FRENTE AL ACTO ADMINISTRATIVO DE 
LLAMAMIENTO A CALIFICAR SERVICIOS EN EL CAUCA 

 
En reciente fallo de tutela proferido por la Sala de lo Contencioso Administrativo 
Sección Cuarta del Honorable Consejo de Estado, proceso identificado con 
radicado No 11001-03-15-000-2018-01279-00 del 14 de junio de 2018, dejó sin 
efectos una decisión de la sala transitoria del Tribunal Administrativo y del Tribunal 
Contencioso Administrativo del Cauca en la que se declaraba la nulidad de un acto 
administrativo en el cual el director de la Policía Nacional, retiraba del servicio a 
una Intendente Jefe bajo la causal de llamamiento a calificar servicios. El máximo 
tribunal indicó que el operador judicial de segunda instancia incurrió en un 
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“INCURRIÓ EN UN EVIDENTE DEFECTO SUSTANTIVO, porque la aplicación del 
artículo 57 del Decreto-Ley 1791 de 2000 al caso concreto no solo resulta 
inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente, sino que también 
saca del marco de la juridicidad y de la hermenéutica jurídica aceptable la decisión 
en sí misma”. También censuró la decisión del tribunal porque “desdibujó ese 
entendimiento del fallo de unificación, cuando concluye que existió una desviación 
de poder en el retiro por llamamiento a calificar servicios de la señora Martínez 
Pardo, porque no se contó con la recomendación previa de la Junta de Evaluación 
y Calificación sobre su permanencia o retiro, de la que se pudiera evidenciar que 
se buscaba garantizar la dinámica de relevo natural dentro del esquema piramidal 
de mando de la institución”.(cursiva a propósito). 
 
También se apuntó en dicha decisión que el tribunal incurrió en otro error “al 
anotar que conforme al numeral 3º del artículo 22 del Decreto-Ley 1791 de 2000, 
corresponde a la referida Junta “recomendar la continuidad o retiro del servicio 
policial”. Olvidando que esa recomendación únicamente se exige, como se 
desprende de la misma sentencia SU-091 de 2016, en el evento que el retiro de 
personal del Nivel Ejecutivo obedezca a la causal del numeral 6º del artículo 55 de 
ese Decreto , esto es, retiro por decisión del gobierno Nacional y/o el Director 
General de la Policía”. 

 
1.3.1. Según la jurisprudencia constitucional , el defecto sustantivo se presenta, 

entre otras razones, cuando i) la decisión judicial tiene como fundamento 
una norma que no es aplicable, porque a) no es pertinente, b) ha perdido 
su vigencia por haber sido derogada, c) es inexistente d) ha sido 
declarada contraria a la Constitución, e) a pesar de que la norma en 
cuestión está vigente y es constitucional, no se adecúa a la situación 
fáctica a la cual se aplicó, porque a la norma aplicada, por ejemplo, se le 
reconocen efectos distintos a los expresamente señalados por el 
legislador; ii) pese a la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de 
la norma al caso concreto, no se encuentra dentro del margen de 
interpretación razonable o la aplicación final de la regla es inaceptable por 
tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) 
o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes 
o cuando en una decisión judicial se aplica una norma jurídica de manera 
manifiestamente errada, sacando del marco de la juridicidad y de la 
hermenéutica jurídica aceptable tal decisión judicial. (cursiva a propósito). 
 
 

1.3.2. Una vez revisada la providencia objeto de censura, y contrastada con los 
supuestos de hecho y de derecho, para la Sala emerge claramente que el 
Tribunal incurrió en un evidente defecto sustantivo, porque la aplicación 
del artículo 57 del Decreto-Ley 1791 de 2000 al caso concreto no solo 
resulta inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente, sino 
que también saca del marco de la juridicidad y de la hermenéutica jurídica 
aceptable la decisión en sí misma. 

 
Lo anterior, por lo siguiente: 

 



    
    
   MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
   POLICÍA NACIONAL 
   SECREATRIA GENERAL 
                         UNIDAD DE DEFENSA JUDICIAL CAUCA 
 

 

 
 
1DS – OF – 0001                                                               Página 39 de 41                                             Aprobación: 
07/04/2014 
VER: 2  
 

 

 

 
1.3.2.1. No está en discusión que para el momento en que es retirada de la 

institución por llamamiento a calificar servicios, la señora Claudia 
Elena Martínez Pardo hacía parte del Nivel Ejecutivo de la Policía 
Nacional, Intendente Jefe,  y llevaba en la institución más de 23 años. 
 

Conforme el artículo 55 numeral 2 del Decreto-Ley 1791 de 200017, una 
de las causales de retiro del Nivel Ejecutivo de la Policía, es el 
llamamiento a calificar servicios. Y en el artículo 57 de ese Decreto 
textualmente se dice: 

 
“ARTÍCULO 57. RETIRO POR LLAMAMIENTO A CALIFICAR 
SERVICIOS.  El personal de oficiales, suboficiales y agentes de la Policía 
Nacional sólo podrá ser retirado por llamamiento a calificar servicios, 
después de haber cumplido quince (15) años de servicio. EL PERSONAL 
DEL NIVEL EJECUTIVO SOLO PODRÁ SER RETIRADO POR 
LLAMAMIENTO A CALIFICAR SERVICIOS, DESPUÉS DE HABER 
CUMPLIDO VEINTE (20) AÑOS DE SERVICIO” . (Mayúsculas ajenas a la 
norma). (cursiva a propósito) 

 
Es claro que esa norma no exige para retirar del servicio por llamamiento a calificar 
servicio a personal del Nivel Ejecutivo, ningún requisito adicional a contar con 20 años de 
servicio en la institución.  
 
Máxime que al terminar los tres meses de alta, la Caja de Sueldos de la Policía Nacional 
le reconoció asignación de retiro, tal y como se deriva de la parte considerativa de la 
Resolución No. 03414 del 22 de octubre de 2010 , mediante la cual es retirada la 
Intendente Claudia Elena Martínez Pardo. 
 
La aplicación de esa causal de retiro de personal del Nivel Ejecutivo, no establece que 
deba obtenerse algún concepto previo de junta, toda vez que, como lo dijo la Corte en la 
sentencia de unificación SU-091 de 2016, basta que se cumpla con el requisito 
establecido en la norma y se tenga el derecho a la asignación de retiro, sin importar la 
idoneidad y/o altas calidades profesionales en el desempeño, como ocurrió en el caso de 
la señora Martínez pardo. 
 
 

1.3.2.2. Observa la Sala que no obstante a que el Tribunal en la providencia 
cuestionada  transcribió amplios apartes de la sentencia SU-091 de 
2016, en la que la Corte Constitucional unificó criterio y señaló las 
diferencias del retiro por llamamiento a calificar servicios con el retiro 
por voluntad del gobierno, lo cierto es que el Tribunal no deslindó 
correctamente lo uno de lo otro para la resolución del caso de la 
señora Martínez Pardo, o al menos exigió un requisito que no 
establece la norma ni la sentencia SU-091 de 2016, como es concepto 
previo de Junta de evaluación y calificación. 

 
Se anota esto, toda vez que en esa sentencia la Corte, además de ilustrar en el sub 
numeral 3.7.2.1., un cuadro comparativo entre las dos figuras, dejó en claro que el acto 
de retiro por llamamiento a calificar servicios no requiere motivación, ya que “tienen una 

                                                 

17 “Por el cual se modifican las normas de carrera del Personal de Oficiales, 
Nivel Ejecutivo, Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional”. 
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motivación expresa y extra textual que se encuentra claramente contenida en la misma 
ley, siempre y cuando se cumpla con los requisitos establecidos en ella”; por el contrario, 
el acto de retiro por voluntad del gobierno si exige “concepto razonado, suficiente y previo 
de la junta de evaluación respectiva (asesora para el caso de Oficiales y de clasificación 
para el resto del personal)”, que debe cumplir con un estándar mínimo de motivación. 
 
Precisó la Corte que la causal del retiro por llamamiento a calificar servicios solo puede 
ser ejercida cuando el miembro de la Fuerza Pública cuente con el tiempo mínimo 
consagrado en la norma que le da derecho a asignación de retiro, en cambio, el retiro por 
voluntad del Gobierno puede ser ejercida en cualquier momento.   
  
Con relación al llamamiento a calificar servicios, dijo la Corte: “es importante precisar que 
en lo concerniente a la causal denominada Retiro por llamamiento a calificar 
servicios, el  sustento jurídico de dicha figura se encuentra contenido en los artículos 1º, 
2º numeral 4º y 3º de la Ley 857 de 200318 para el caso de Oficiales y Suboficiales de la 
Policía Nacional y en los artículos 54, 55 numeral 2 y 57 del Decreto Ley 1791 de 
200019 frente a miembros del Nivel Ejecutivo y Agentes”. (cursiva y subrayado a 
propósito) 
 

IX. SOLICITUD. 
 

De manera respetuosa, me permito solicitar ante su distinguido despacho, que 
teniendo en cuenta los anteriores argumentos de defensa expuestos por la 
demandada, denegar en su totalidad las pretensiones de la demanda, pues los 
actos administrativos cuestionados, fueron expedidos por la autoridad competente, 
cumpliendo los requisitos de ley y sus fundamentos jurídicos son conforme a 
derecho, que la presunción de legalidad se encuentra incólume, que no ha existido 
desviación de poder, ni falsa motivación, ni ninguna otra causal que ataque la 
legalidad del acto administrativo; por lo tanto, la decisión tomada por la 
Administración de la Policía Nacional, se encuentra ajustada a derecho. 
 
 

X. PRUEBAS 
 
Con todo respeto, solicito al señor Juez de la República, por favor se tengan 
como pruebas las siguientes que se allegaron con el escrito de la demanda 
notificada a mi defendida, así: 
 
Como prueba diferida:  
 

- Oficio No GS-2022-008726-DECAU de fecha 2 de febrero de 2022, por 
medio del cual se solicitó al Jefe del Área Archivo General de la Policía 
Nacional la historia laboral y/o expediente administrativo del señor 

                                                 
18  “Por medio de la cual se dictan nuevas normas para regular el retiro del personal de Oficiales 
y Suboficiales de la Policía Nacional y se modifica en lo pertinente a este asunto, el Decreto-ley 
1791 de 2000 y se dictan otras disposiciones”. 
19  “Por el cual se modifican las normas de carrera del Personal de Oficiales, Nivel Ejecutivo, 
Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional”. 
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Subcomisario (r) JOSE ARTURO PAVAS QUIÑONES, identificado con 
cedula No 76.321.844 de Popayán Cauca. 

 
XI. PRETENSIÓN DE LA DEFENSA 

 
De manera respetuosa y en virtud de los principios afines a la economía procesal 
y la seguridad jurídica, solicito ante el despacho de la honorable JUEZ,  QUE EN 
AUDIENCIA INICIAL se denieguen en su totalidad las pretensiones de la parte 
actora y se exonere de  responsabilidad a  la NACION - MINISTERIO  DE 
DEFENSA - POLICIA NACIONAL, de conformidad con lo expuesto  en  el  
presente  memorial y los documentos que obran en el proceso, pues el acto 
administrativo demandado se encuentra ajustado a la Constitución y a la Ley. 
 

XII.  ANEXOS. 
 

- Me permito anexar el poder legalmente conferido por el señor Comandante 
de Departamento de Policía Cauca con sus anexos y los documentos 
referidos como expediente administrativo. 

 
XIII. PERSONERIA 

 
Solicito al Honorable Magistrado de la República, se sirva reconocerme personería 
de acuerdo al poder otorgado por el señor Coronel GUSTAVO ADOLFO 
MARTINEZ BUSTOS| Comandante Departamento de Policía Cauca y los anexos 
que lo sustentan. 
 

- Personales: Departamento de Policía Cauca, ubicado en la Avenida 
Panamericana 1N-75 Popayán. 

 
- Electrónica: decau.notificacion@policia.gov.co 

 
 

 
Atentamente, 

 
 
 

LUIS OMAR VEGA ARIAS 

C. C. 1.061.696.593 de Popayán Cauca. 
T. P. No. 320.099 del Consejo Superior de la Judicatura. 

mailto:decau.notificacion@policia.gov.co
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Honorable Juez 
MARIA CLAUDIA VARONA ORTIZ  
Juez Sexto Administrativo del Circuito de Popayán  
E. S. D. 
 

Radicado 190013333006-20210018600 

Demandante JOSE ARTURO PAVAS QUIÑONES Y OTROS 

Demandados NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO 

PODER  
 

Coronel GUSTAVO ADOLFO MARTINEZ BUSTOS, mayor de edad, vecino de esta Ciudad, 

identificado con la cédula de ciudadanía número 93.419.518 de Fresno - Tolima, en mi 

condición de Comandante de Departamento de Policía Cauca, de conformidad con la 

Resolución 5600 del 09 de octubre del 2019 y 3200 de fecha 31 de julio de 2009, expedida 

por el Ministerio de Defensa Nacional, y en virtud de las facultades conferidas a través de la 

Resolución  No 3935 del 29 de septiembre de 2021, de manera respetuosa, manifiesto que 

por medio del presente escrito confiero poder especial, amplio y suficiente al Abogado LUIS 
OMAR VEGA ARIAS, identificado con la cédula de ciudadanía No.1.061.696.593 de 

Popayán  y portador  de la Tarjeta Profesional No. 320.099 expedida por el Consejo Superior 

de la Judicatura, quien es funcionario del MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA 

NACIONAL para que de conformidad con la Ley 1437 de 2011, atienda hasta su culminación 

el proceso citado en  la referencia y realice todas las gestiones legales en procura de la 

defensa de la Policía Nacional. 
 

El apoderado queda facultado  para ejercer todas las actuaciones necesarias para la defensa 

de los intereses de la NACIÓN MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - POLICÍA 
NACIONAL, tales como son contestar la demanda, entablar acción de repetición, realizar 

llamamiento en garantía, proponer excepciones, recibir, renunciar, conciliar de acuerdo con 

los parámetros que señale el  Comité de Conciliación y  Defensa Judicial del Ministerio de 

Defensa y la Policía Nacional, así como para sustituir y reasumir el presente mandato, sin 

que pueda decirse en momento alguno que actúan sin poder suficiente. 

 

Sírvase reconocer personería para actuar al apoderado judicial. 

 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
Coronel GUSTAVO ADOLFO MARTINEZ BUSTOS 
Cedula la de ciudadanía No 93.419.518 de Fresno - Tolima 

 
 

Acepto, 
 
 
 
 

Subintendente LUIS OMAR VEGA ARIAS 
Cedula de ciudadanía No 1.061.696.593 de Popayán - Cauca 

Tarjeta Profesional No. 320.099 del Consejo Superior de la Judicatura. 

 

 

 

 

 

 

mailto:decau.notificacion@policia.gov.co
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CONSTANCIA DE PRESENTACIÓN PERSONAL 
 

 
El anterior memorial va dirigido al JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DE POPAYAN y 

es presentado personalmente por su signatario, señor Coronel GUSTAVO ADOLFO 

MARTINEZ BUSTOS, Quien se identifica con la cedula No 93.419.518 de Fresno - Tolima, 

Ante la secretaria del juzgado de Instrucción Penal Militar No 183 adscrito al Departamento 

de Policía Cauca a los 1 días del mes de febrero del año 2022 quien declaró que la firma 

que aparece en el presente documento es suya. 

 

 

 

 

                                              

 

 

 

 

______________________________ 

SECRETARIO (A) 

Juzgado 183 de Instrucción Penal Militar 

 
 
 
 
 
 

 
CONSTANCIA DE PRESENTACIÓN PERSONAL 

 
 
El anterior memorial va dirigido al TERCERO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
DE POPAYÁN Es presentado personalmente por su signatario, Doctor LUIS OMAR VEGA 

ARIAS, quien se identifica con la cedula No. 1.061.696.593 de Popayán y Tarjeta Profesional 

No. 320.099 del Consejo Superior de la Judicatura, Ante la secretaria del Juzgado de 

Instrucción Penal Militar No 183 adscrito al Departamento de Policía Cauca a los 1 días del 

mes de febrero del año 2022 quien declaró que la firma que aparece en el presente 

documento es suya.  

 

                                              

 

 

 

____________________________ 

SECRETARIO (A) 

Juzgado 183 de Instrucción Penal Militar 
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